
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 
 
[COMIDA DE DISCUSIÓN DE JURISPRUDENCIAS Y TESIS AISLADAS 
RELEVANTES. NOVIEMBRE 2023]. 
 
El presente documento contiene las tesis relevantes que guardan relación con las 
materias que atiende el Despacho, publicadas en el Semanario Judicial de la 
Federación a partir del mes de septiembre de 2023, hasta la tercera semana del mes de 
noviembre de 2023. 
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I. CONCURSAL 

 
 
Suprema Corte de Justicia de la Nación 
 
Registro digital: 2027519 
Instancia: Primera Sala 
Undécima Época 
Materias(s): Civil, Constitucional 
Tesis: 1a./J. 157/2023 (11a.) 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  
Tipo: Jurisprudencia 
 
CONCURSOS MERCANTILES. EL PLAZO PARA LA CELEBRACIÓN DE 
CONVENIO EN LA ETAPA DE CONCILIACIÓN, PREVISTO EN EL ARTÍCULO 
145 DE LA LEY RELATIVA, ES RAZONABLE EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 
17 CONSTITUCIONAL. 
 
Hechos: Una persona moral demandó el concurso mercantil de otra 
(comerciante). La demandada dio contestación a la demanda y exhibió la lista 
de acreedores. El Juez de Distrito del conocimiento dictó sentencia en la que 
estimó procedente la declaración de concurso mercantil con apertura en la 
etapa de conciliación. Seguidas las etapas procesales, se determinó 
procedente la declaración de quiebra de la concursada, determinación que fue 
confirmada en apelación. Inconformes, las partes promovieron, 
respectivamente, juicios de amparo indirecto. La comerciante-concursada hizo 
valer en el juicio de amparo indirecto la inconstitucionalidad, entre otros, del 
artículo 145 de la Ley de Concursos Mercantiles. El Tribunal Unitario de Circuito 
del conocimiento ordenó la acumulación de expedientes y dictó sentencia. 
Inconformes con lo resuelto en los juicios de amparo indirectos, las quejosas 
interpusieron recurso de revisión. El Tribunal Colegiado de Circuito del 
conocimiento remitió los autos a la Suprema Corte de Justicia de la Nación a 
efecto de que se pronunciara respecto de la inconstitucionalidad de los artículos 
impugnados, entre ellos, el artículo 145 antes referido. El problema de 
constitucionalidad planteado radicó en la razonabilidad del plazo para la 
celebración de un convenio durante la etapa de conciliación de los concursos 
mercantiles ante el alegado desconocimiento de los acreedores y el monto de 
los créditos adeudados. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
considera que el plazo máximo de trescientos sesenta y cinco días naturales 
para la celebración de convenio en la etapa de conciliación previsto en el 
artículo 145 de la Ley de Concursos Mercantiles es acorde con el derecho de 
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acceso a la justicia, en tanto permite la celebración del convenio que impide la 
declaración en quiebra de la comerciante. 
 
Justificación: La etapa conciliatoria tiene una duración total máxima de hasta 
trescientos sesenta y cinco días naturales contados a partir de la fecha en que 
se realizó la última publicación de la sentencia de concurso mercantil en el 
Diario Oficial de la Federación. Lo anterior, toda vez que el plazo de ciento 
ochenta y cinco días naturales a que se refiere el primer párrafo del artículo 145 
de la ley relativa, puede prorrogarse en dos ocasiones por noventa días 
naturales, cada una. De ahí que, al permitir llegar a un convenio que les 
beneficie y evite la declaración de quiebra, el plazo referido salvaguarda los 
derechos de las partes intervinientes. Ello, tomando en consideración que, 
desde el inicio del procedimiento concursal, la comerciante cuenta con 
elementos que le permiten la identificación presuntiva de acreedores y montos 
de los créditos para la negociación de un convenio. Sin que obste a lo anterior 
que la comerciante no esté expresamente obligada a conocer la graduación de 
los créditos a partir de su contabilidad interna, pues lo cierto es que conoce de 
primera mano la situación en la que se encuentra respecto de los acreedores y 
deudas existentes.  
 
PRIMERA SALA. 
 
Amparo en revisión 515/2021. Promotora Ocabor, S.A. de C.V. y otras. 6 de 
julio de 2022. Cinco votos de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández, quien 
formuló voto concurrente, y Ana Margarita Ríos Farjat, y de los Ministros Juan 
Luis González Alcántara Carrancá, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Ministro Juan Luis González Alcántara 
Carrancá. Secretario: Gregorio Delfino Castillo Porras. 
 
Tesis de jurisprudencia 157/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de dieciocho de octubre de dos mil veintitrés. 
Esta tesis se publicó el viernes 27 de octubre de 2023 a las 10:37 horas en el 
Semanario Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación 
obligatoria a partir del lunes 30 de octubre de 2023, para los efectos previstos 
en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
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II. MERCANTIL 

 
 
Suprema Corte de Justicia de la Nación 
 
Registro digital: 2027122 
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 
Undécima Época 
Materias(s): Civil 
Tesis: XXII.1o.A.C.12 C (11a.) 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  
Tipo: Aislada 
 
PRESCRIPCIÓN DE LA EJECUCIÓN DE UNA SENTENCIA MERCANTIL. EN 
EL CÓMPUTO DEL PLAZO RELATIVO DEBE EXCLUIRSE 
EXCLUSIVAMENTE EL PERIODO EN QUE LA AUTORIDAD QUE CONOZCA 
DEL JUICIO SUSPENDIÓ SUS LABORES CON MOTIVO DE LA 
CONTINGENCIA SANITARIA DERIVADA DEL VIRUS SARS-CoV-2 (COVID-
19). 
 
Hechos: El quejoso promovió juicio de amparo en el que, entre otras cuestiones, 
sostuvo que fue erróneo que el Juez responsable, al realizar el cómputo del 
plazo de tres años que prevé el artículo 1079, fracción IV, del Código de 
Comercio, para la prescripción de la ejecución de una sentencia, descontara los 
días en que suspendió sus labores con motivo de la contingencia sanitaria 
derivada del virus SARS-CoV-2 (COVID-19), dado que al tratarse de un plazo 
de naturaleza sustantiva, los años se cuentan completos, por días naturales y 
no de momento a momento. Por su parte, el Juez Federal determinó que la 
autoridad responsable había realizado el conteo del plazo prescriptivo por años 
completos y que fue correcto que se descontaran los días en que se 
suspendieron labores derivado del fenómeno de salud pública denominado 
SARS-CoV-2 (COVID-19). 
 
Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que en el 
cómputo del plazo de tres años previsto en la fracción IV del artículo 1079 del 
Código de Comercio, para que prescriba la ejecución de una sentencia 
mercantil, debe excluirse exclusivamente el tiempo en que la autoridad que 
conozca del juicio suspendió sus labores con motivo de la contingencia sanitaria 
derivada del virus SARS-CoV-2 (COVID-19). 
 
Justificación: Lo anterior, porque el citado artículo prevé el plazo de tres años 
para la prescripción de la ejecución de una sentencia, la cual constituye una 
figura liberadora de obligaciones por el simple transcurso del tiempo y, por 
ende, es de carácter sustantivo; motivo por el cual, bajo circunstancias 
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ordinarias, los años se cuentan de forma completa, es decir, por días naturales, 
sin exclusión de los que hubiesen sido inhábiles para la autoridad del 
conocimiento; sin embargo, constituye un caso de excepción la contingencia 
sanitaria derivada del virus denominado SARS-CoV-2 (COVID-19), lo cual es 
un hecho del conocimiento público, en virtud de la cual, tanto las autoridades 
sanitarias como las encargadas de las labores de administración de justicia, 
emitieron diversos lineamientos, a fin de salvaguardar la salud de los 
particulares y, de manera paulatina, retomar de forma responsable y segura la 
realización de diversas actividades y, por ello, ese periodo debe descontarse 
del plazo prescriptivo, en aras de salvaguardar los derechos de las personas.* 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y CIVIL 
DEL VIGÉSIMO SEGUNDO CIRCUITO. 
 
Amparo en revisión 246/2022. 17 de febrero de 2023. Unanimidad de votos. 
Ponente: María de Jesús Paola Castro Nava. Secretaria: Dennisse Reza 
Anaya. 
Esta tesis se publicó el viernes 01 de septiembre de 2023 a las 10:10 horas en 
el Semanario Judicial de la Federación. 
 
 
Suprema Corte de Justicia de la Nación 
 
Registro digital: 2027257 
Instancia: Primera Sala 
Undécima Época 
Materias(s): Civil 
Tesis: 1a./J. 99/2023 (11a.) 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  
Tipo: Jurisprudencia 
 
PAGO DE INTERESES EN LA RESCISIÓN DE UN CONTRATO DE 
COMPRAVENTA. PROCEDE SÓLO SI FUERON RECLAMADOS EN EL 
JUICIO (LEGISLACIONES FEDERAL, DE QUINTANA ROO Y DE LA CIUDAD 
DE MÉXICO). 
 
Hechos: Dos Tribunales Colegiados de Circuito contendientes que conocieron 
de diversos amparos directos sostuvieron que, ante la rescisión de un contrato 
de compraventa, es procedente condenar a la parte vendedora al pago de 
intereses al tipo legal calculados sobre la cantidad que hubiere recibido como 
parte del precio, aun cuando la parte compradora no los haya reclamado en el 
juicio porque se trata de una norma de interés público. Mientras que otro órgano 
colegiado consideró que la procedencia de tal prestación accesoria se 
encuentra condicionada a la solicitud que al respecto formule la parte que tenga 
derecho a ella. 
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Criterio jurídico: Ante la rescisión de un contrato de compraventa no es 
procedente condenar a la parte vendedora al pago de intereses al tipo legal 
sobre la cantidad que recibió como parte del precio, si la parte compradora no 
solicitó dicha prestación en el juicio. 
 
Justificación: De los artículos 2311 del Código Civil Federal, 2591 y 2592 del 
Código Civil para el Estado de Quintana Roo y 2311 del Código Civil para el 
Distrito Federal (ahora Ciudad de México), se desprende que las prestaciones 
principales que son consecuencia de la rescisión de un contrato de 
compraventa son que las partes se restituyan las prestaciones que se hubiesen 
hecho, es decir, que la parte vendedora devuelva el dinero recibido como parte 
del precio y la parte compradora devuelva la cosa vendida. 
Dentro de las prestaciones accesorias de esa acción se ubica el derecho de la 
parte compradora de reclamar el pago de los intereses legales por la cantidad 
que entregó a la parte vendedora como parte del precio. Prestación que de 
acuerdo con el contenido de las normas referidas deriva de las locuciones 
“podrá” y “tiene derecho”, por lo que se trata de un derecho cuyo ejercicio es 
potestativo, es decir, que puede reclamarlo o no en la vía jurisdiccional. 
Por lo tanto, se trata de una prestación que debe ser reclamada durante el juicio 
para que sea procedente su condena atendiendo a los principios dispositivo, de 
congruencia y de estricto derecho que, por regla general, rigen en las materias 
civil y mercantil, conforme a los cuales se impide que la persona juzgadora vaya 
más allá de lo pedido.* 
 
PRIMERA SALA. 
 
Contradicción de criterios 421/2022. Entre los sustentados por el Primer 
Tribunal Colegiado en Materia Civil del Décimo Sexto Circuito, el Sexto Tribunal 
Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito y el Tercer Tribunal Colegiado del 
Vigésimo Séptimo Circuito. 8 de marzo de 2023. Cinco votos de los Ministros 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Juan Luis González Alcántara Carrancá, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo Rebolledo, y de la Ministra Ana 
Margarita Ríos Farjat. Ponente: Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. Secretaria: 
Mariana Aguilar Aguilar. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 
El emitido por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Décimo Sexto 
Circuito, al resolver el amparo directo 760/2022, en el que resolvió que si la 
parte compradora no reclama el pago de intereses al tipo legal, no es 
procedente que el Juez condene a la parte vendedora a cubrir esa prestación, 
ya que, si bien el artículo 2311 del Código Civil Federal, de aplicación supletoria 
al Código de Comercio, establece que cuando se rescinde la venta el 
comprador que haya pagado parte del precio tiene derecho a los intereses 
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legales de la cantidad que entregó, lo cierto es que esta prestación no opera de 
manera automática, sino que su procedencia se encuentra condicionada a la 
solicitud que al respecto formule la parte que tenga derecho al cobro, a fin de 
que la contraparte pueda producir una oportuna defensa sobre ese aspecto; 
 
El sustentado por el Sexto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer 
Circuito, al resolver el amparo directo 18/2016, el cual dio origen a la tesis 
aislada I.6o.C.53 C (10a.), de título y subtítulo: "COMPRAVENTA. POR 
DISPOSICIÓN DEL ARTÍCULO 2311 DEL CÓDIGO CIVIL PARA EL DISTRITO 
FEDERAL, CUANDO SE RESCINDA EL CONTRATO, EL VENDEDOR DEBE 
RESTITUIR AL COMPRADOR EL DINERO QUE HAYA RECIBIDO COMO 
PARTE DEL PRECIO, Y EL JUZGADOR DEBE DETERMINAR, DE OFICIO, 
EL PAGO DEL INTERÉS LEGAL DE LA CANTIDAD ENTREGADA, POR LA 
VENTA, SIN QUE MEDIE PETICIÓN DE PARTE.", publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación del viernes 11 de noviembre de 2016 a las 10:22 horas 
y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 
36, noviembre de 2016, Tomo IV, página 2351, con número de registro digital: 
2013012; y, 
 
El sostenido por el Tercer Tribunal Colegiado del Vigésimo Séptimo Circuito, al 
resolver el amparo directo 544/2017, el cual dio origen a la tesis aislada 
XXVII.3o.77 C (10a.), de título y subtítulo: "COMPRAVENTA DE UN INMUEBLE 
EN ABONOS. EL COMPRADOR TIENE DERECHO AL PAGO DE INTERESES 
LEGALES CON MOTIVO DE LA RESCISIÓN DEL CONTRATO, AUN 
CUANDO NO LOS RECLAME EN EL JUICIO, AL SER UNA CONSECUENCIA 
LEGAL NECESARIA DE ÉSTA (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE QUINTANA 
ROO).", publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 25 de 
enero de 2019 a las 10:26 horas  y en la Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación, Décima Época, Libro 62, enero de 2019, Tomo IV, página 2373, 
con número de registro digital: 2019063. 
 
Tesis de jurisprudencia 99/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de doce de julio de dos mil veintitrés.  
Esta tesis se publicó el viernes 22 de septiembre de 2023 a las 10:31 horas en 
el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación 
obligatoria a partir del lunes 25 de septiembre de 2023, para los efectos 
previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
 
 
Suprema Corte de Justicia de la Nación 
 
Registro digital: 2027242 
Instancia: Plenos Regionales 
Undécima Época 
Materias(s): Civil 
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Tesis: PR.C.CN. J/14 C (11a.) 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  
Tipo: Jurisprudencia 
 
EMPLAZAMIENTO NULO, EN MATERIA MERCANTIL. NO SE CONVALIDA 
POR EL HECHO DE QUE LA DILIGENCIA SE ENTIENDA CON EL 
DIRECTAMENTE DEMANDADO. 
 
Hechos: En juicios de amparo en los que se reclamó todo lo actuado en un juicio 
ejecutivo mercantil por vicios en el emplazamiento, uno de los Tribunales 
Colegiados de Circuito contendientes sostuvo que las irregularidades que 
pudiera tener la diligencia por la falta de descripción de los documentos 
anexados a la demanda, quedaban convalidadas porque la actuación se 
entendió directamente con el demandado; en cambio, para el otro Tribunal 
Colegiado, que el emplazamiento se entendiera con la parte demandada no 
convalidaba las irregularidades en que incurrió el notificador al no indicar los 
anexos con los que corrió traslado, en razón de que con ello afectaba su 
derecho de defensa. 
 
Criterio jurídico: Los vicios que pueda presentar una diligencia de 
emplazamiento en un juicio en materia mercantil, no se convalidan por el hecho 
de que la diligencia de notificación respectiva se entienda directamente con el 
demandado. 
 
Justificación: La convalidación es el acto por el cual se subsana un vicio de 
nulidad. Para que en materia procesal exista es indispensable que se cumplan 
los siguientes requisitos: 1) Que la parte a quien compete el derecho de 
impugnar conozca el motivo para hacerlo, esto es, la causa de la nulidad; y, 2) 
Una manifestación de voluntad de la misma parte, expresa o tácita (esta última 
resultante de su abstención de pedir la nulidad), por la cual vendría a extinguirse 
aquel derecho de impugnación, desapareciendo al mismo tiempo el vicio del 
acto anulable. Tal es, incluso, el sistema previsto en los artículos 319 y 320 del 
Código Federal de Procedimientos Civiles y 83 del Código de Procedimientos 
Civiles del Estado de Nuevo León, aplicables supletoriamente al de Comercio, 
de los que se desprenden las condiciones cuya concurrencia permitiría estimar 
convalidado el vicio resultante de una notificación indebidamente realizada, sin 
que, conforme a dichos preceptos, baste para la convalidación el conocimiento 
que de la notificación mal realizada tenga el interesado, lo cual, además, 
resultaría ilógico, porque el conocimiento, de ser el adecuado, es el que permite 
que a continuación el interesado quede en aptitud de impugnar el vicio, o de 
abstenerse de hacerlo, y de esta conducta dependerá la convalidación, a la que 
no cabe confundir con el conocimiento del vicio o causa de nulidad de una 
notificación, y menos aún con el mero conocimiento de la notificación. Luego, 
los vicios de que pueda adolecer una diligencia de emplazamiento no se 
convalidan por el hecho de que la notificación respectiva se entienda 
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directamente con el demandado, porque esto únicamente implica, en su caso, 
que ha alcanzado el conocimiento de la actuación que podría impugnar de nula, 
si es que la causa de nulidad queda de manifiesto a través de la misma 
notificación, mas no se traduce en el consentimiento expreso o tácito que 
serviría para calificar como subsanado el vicio.* 
 
PLENO REGIONAL EN MATERIA CIVIL DE LA REGIÓN CENTRO-NORTE, 
CON RESIDENCIA EN LA CIUDAD DE MÉXICO. 
 
Contradicción de criterios 23/2023. Entre los sustentados por el Tercer Tribunal 
Colegiado en Materia Civil del Cuarto Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado 
en Materia Civil del Cuarto Circuito. 21 de junio de 2023. Unanimidad de votos 
de la Magistrada Hortencia María Emilia Molina de la Puente y de los 
Magistrados Alejandro Villagómez Gordillo y Abraham S. Marcos Valdés; en la 
inteligencia de que la Magistrada Hortencia María Emilia Molina de la Puente 
formuló voto concurrente. Ponente: Magistrado Abraham S. Marcos Valdés. 
Secretaria: Patricia Villa Rodríguez. 
 
Criterios contendientes: 
 
El sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Cuarto 
Circuito, al resolver los amparos en revisión 122/2021/3 y 162/2022, y el diverso 
sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Cuarto 
Circuito, al resolver el amparo en revisión 12/2022. 
Esta tesis se publicó el viernes 22 de septiembre de 2023 a las 10:31 horas en 
el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación 
obligatoria a partir del lunes 25 de septiembre de 2023, para los efectos 
previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
 
 
Suprema Corte de Justicia de la Nación 
 
Registro digital: 2027233 
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 
Undécima Época 
Materias(s): Común 
Tesis: I.3o.C.68 C (11a.) 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  
Tipo: Aislada 
 
CONTRATOS MERCANTILES Y CONVENIOS DE MEDIACIÓN. EN EL 
JUICIO DE AMPARO PROCEDE EL ESTUDIO DE LA POSIBLE VIOLACIÓN 
DE DERECHOS HUMANOS EN SU CELEBRACIÓN. 
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Hechos: En un juicio ordinario mercantil, la institución de crédito fiduciaria 
reclamó el incumplimiento de un contrato de fideicomiso en garantía, en el que 
se otorgó para tal efecto un inmueble propiedad de la demandada. 
El origen del adeudo es la suscripción de un pagaré entre la demandada y una 
persona jurídica; así, para cobrar el adeudo del título de crédito, las partes 
celebraron un convenio de mediación, en el que la demandada reconoció el 
adeudo y se acordó que para efecto de pagar el mismo, se suscribiría un 
contrato de fideicomiso en el que se otorgaría un bien inmueble de su propiedad 
en garantía de pago. 
La persona juzgadora del conocimiento declaró procedente la acción al no 
quedar demostrado que se pagó el adeudo y condenó a la entrega del citado 
bien inmueble, dado que determinó que conforme al artículo 78 del Código de 
Comercio, las partes tenían libertad para contratar en los términos que 
estimaron procedentes. En apelación, esa determinación se confirmó por el 
Tribunal Unitario de Circuito responsable. En el juicio de amparo directo la 
demandada hizo valer la inconstitucionalidad e inconvencionalidad del artículo 
78 del Código de Comercio, al estimar que es violatorio del derecho 
fundamental a la dignidad humana y permite que se efectúe una explotación del 
hombre por el hombre, ya que las partes pueden pactar sin limitación alguna; 
asimismo, adujo que con lo determinado en la contienda de origen, se permitía 
esa vulneración a sus derechos humanos, pues se pretende que pague un 
adeudo con el inmueble cuyo valor aparentemente excede el monto de la 
deuda. 
 
Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que en el juicio 
de amparo procede analizar la posible violación a derechos fundamentales en 
los contratos mercantiles, como el fideicomiso en garantía y en los convenios 
de mediación, estudiar que se respeten los principios rectores como de 
neutralidad, equidad y legalidad a la luz los del derecho humano a la dignidad 
para evitar la explotación del hombre por el hombre, en términos de los artículos 
1o., tercer párrafo, de la Constitución General y 21, numeral 3, de la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos. 
 
Justificación: Lo anterior, porque la permeabilidad de los derechos humanos ha 
ido avanzando en las relaciones entre particulares. Este avance ha obedecido 
a la evolución de los derechos humanos, a la complejidad de las sociedades, a 
la necesidad de poner límites a las disparidades y posiciones de poder 
claramente asimétricas que desdignifican a una de las partes –en un convenio–
, así como a que en la actualidad se cuenta con un marco constitucional 
adecuado que permite interpretaciones más flexibles en las que puede 
buscarse el bienestar de la persona, pero a partir de un enfoque integral con su 
entorno, en el que se respeten, asimismo, a las diversas especies de seres 
vivos y sus ecosistemas, porque éstas también tienen derecho a cohabitar en 
un mismo planeta con el ser humano. 
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Así, los límites a las relaciones entre particulares y sujetarlas a los derechos 
humanos, ha sido un tema complejo, porque se transita sobre el marco de las 
libertades de manera que los contratos pueden ser sometidos a un escrutinio 
judicial, al poderse perpetrar asimetrías de poder o violaciones a derechos 
fundamentales, que en un Estado de derecho como lo es México, no pueden 
legitimarse.* 
 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER 
CIRCUITO. 
 
Amparo directo 335/2022. 21 de septiembre de 2022. Unanimidad de votos en 
cuanto a la constitucionalidad del artículo 78 del Código de Comercio; mayoría 
en cuanto al tema de la legalidad. Disidente: Sofía Verónica Ávalos Díaz. 
Ponente: Paula María García Villegas Sánchez Cordero. Secretaria: María 
Alejandra Suárez Morales. 
Esta tesis se publicó el viernes 22 de septiembre de 2023 a las 10:31 horas en 
el Semanario Judicial de la Federación. 
 
 
Suprema Corte de Justicia de la Nación 
 
Registro digital: 2027232 
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 
Undécima Época 
Materias(s): Constitucional 
Tesis: I.3o.C.67 C (11a.) 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  
Tipo: Aislada 
 
CONTRATOS MERCANTILES. EL ARTÍCULO 78 DEL CÓDIGO DE 
COMERCIO, AL ESTABLECER COMO MÁXIMA DE LAS PARTES 
CONTRATANTES EL PRINCIPIO PACTA SUNT SERVANDA, ES 
CONSTITUCIONAL Y CONVENCIONAL; SIN EMBARGO, SU APLICACIÓN 
DEBE TENER COMO LÍMITE LA DIGNIDAD HUMANA PARA NO EXPLOTAR 
AL HOMBRE POR EL HOMBRE. 
 
Hechos: En un juicio ordinario mercantil, la institución de crédito fiduciaria 
reclamó el incumplimiento de un contrato de fideicomiso en garantía, en el que 
se otorgó para tal efecto, un inmueble propiedad de la demandada. 
El origen del adeudo es la suscripción de un pagaré entre la demandada y una 
persona jurídica; así, para cobrar el adeudo del título de crédito, las partes 
celebraron un convenio de mediación, en el que la demandada reconoció el 
adeudo y se acordó que para efecto de pagar el mismo, se suscribiría un 
contrato de fideicomiso en el que se otorgaría un bien inmueble de su propiedad 
en garantía de pago. 
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La persona juzgadora del conocimiento declaró procedente la acción al no 
quedar demostrado que se pagó el adeudo y condenó a la entrega del citado 
bien inmueble, dado que determinó que conforme al artículo 78 del Código de 
Comercio, las partes tenían libertad para contratar en los términos que 
estimaron procedentes. En apelación, esa determinación se confirmó por el 
Tribunal Unitario de Circuito responsable. En el juicio de amparo directo la 
demandada hizo valer la inconstitucionalidad e inconvencionalidad del artículo 
78 del Código de Comercio, al estimar que es violatorio del derecho 
fundamental a la dignidad humana y permite que se efectúe una explotación del 
hombre por el hombre, ya que las partes pueden pactar sin limitación alguna; 
asimismo, adujo que con lo determinado en la contienda de origen, se permitía 
esa vulneración a sus derechos humanos, pues se pretende que pague un 
adeudo con el inmueble cuyo valor aparentemente excede el monto de la 
deuda. 
 
Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que la 
autonomía de la voluntad de las partes es la ley suprema que debe respetarse 
en los contratos en materias civil y mercantil, cuando reúnan los requisitos de 
existencia, validez y respeten el orden público, interés social y los derechos 
humanos de las personas. Por ello, el artículo 78 del Código de Comercio es 
constitucional y convencional, pues el principio pacta sunt servanda es la 
máxima que prevalece en el derecho contractual; sin embargo, la forma en la 
que las partes contraten debe tener como límite la dignidad humana para no 
explotar al hombre por el hombre. 
 
Justificación: Lo anterior, porque el principio de autonomía de la voluntad de las 
partes tiene su razón de ser en la esfera de las libertades, en este caso la 
contractual y, además, en los principios de certeza y seguridad jurídicas, sin los 
cuales no habría convenio alguno. Esto es así, porque si las partes contratantes 
supieran que los pactos que firman no se cumplen, entonces nadie contrataría. 
Ahora bien, los contratos se firman porque hay una base de confianza entre las 
partes, que deriva en que lo pactado se acuerda de buena fe y con el ánimo de 
cumplirlo. De modo que, si bien el artículo 78 del Código de Comercio es 
constitucional y convencional, pues lo contrario implicaría negar libertades a los 
particulares, situación que solamente se da en un estado autoritario y no en uno 
democrático; lo cierto es que el hecho de que la libertad contractual sea 
constitucional, no significa que carezca de límites, porque como todo derecho 
de rango constitucional debe respetar el núcleo esencial de otros como el 
derecho a la dignidad humana en su modalidad de no explotar a los prójimos, 
particularmente aquellos que se encuentran en una situación de desventaja en 
la relación contractual, pero esto entra dentro de la aplicación de la norma, no 
de su constitucionalidad. 
En ese contexto, el artículo 78 del Código de Comercio es constitucional y 
convencional, dado que no vulnera el derecho fundamental a la dignidad 
humana y tampoco permite una explotación del hombre por el hombre, pues lo 
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que puede dar lugar a esto último no es el artículo en sí mismo, sino que al 
aplicarlo las partes contratantes abusen una de otra en función de su situación 
de vulnerabilidad.* 
 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER 
CIRCUITO. 
 
Amparo directo 335/2022. 21 de septiembre de 2022. Unanimidad de votos en 
cuanto a la constitucionalidad del artículo 78 del Código de Comercio; mayoría 
en cuanto al tema de la legalidad. Disidente: Sofía Verónica Ávalos Díaz. 
Ponente: Paula María García Villegas Sánchez Cordero. Secretaria: María 
Alejandra Suárez Morales. 
 
Nota: Esta tesis refleja un criterio firme sustentado por un Tribunal Colegiado 
de Circuito al resolver un juicio de amparo directo, por lo que atendiendo a la 
tesis P. LX/98, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 
Novena Época, Tomo VIII, septiembre de 1998, página 56, con número de 
registro digital: 195528, de rubro: "TRIBUNALES COLEGIADOS DE 
CIRCUITO. AUNQUE LAS CONSIDERACIONES SOBRE 
CONSTITUCIONALIDAD DE LEYES QUE EFECTÚAN EN LOS JUICIOS DE 
AMPARO DIRECTO, NO SON APTAS PARA INTEGRAR JURISPRUDENCIA, 
RESULTA ÚTIL LA PUBLICACIÓN DE LOS CRITERIOS.", no es obligatorio ni 
apto para integrar jurisprudencia. 
Esta tesis se publicó el viernes 22 de septiembre de 2023 a las 10:31 horas en 
el Semanario Judicial de la Federación. 
 
 
Suprema Corte de Justicia de la Nación 
 
Registro digital: 2027303 
Instancia: Primera Sala 
Undécima Época 
Materias(s): Civil, Constitucional 
Tesis: 1a./J. 130/2023 (11a.) 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  
Tipo: Jurisprudencia 
 
CLÁUSULAS ABUSIVAS EN CONTRATOS DE ADHESIÓN CELEBRADOS 
CON INSTITUCIONES BANCARIAS QUE ESTIPULEN UN DERECHO DE 
COBRO DE LOS CRÉDITOS A CARGO DE CUALQUIER CUENTA DISTINTA 
A LA QUE SE CONTRATA ORIGINALMENTE. DEBE DECLARARSE SU 
NULIDAD PUES CONFIGURA UN PACTO COMISORIO EN CONTRATOS DE 
CRÉDITO. 
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Hechos: Un adulto mayor demandó a una institución bancaria la reintegración 
de los recursos que habían sido depositados a su cuenta de ahorro para el 
retiro, luego de que el banco del que era cuentahabiente realizara una 
disposición con base en una deuda derivada de un contrato de apertura de 
crédito. El Juez del conocimiento absolvió a la demandada al considerar que 
había actuado conforme a las cláusulas acordadas por las partes. El actor 
promovió juicio de amparo directo en el que alegó que la resolución reclamada 
vulneraba el derecho al salario y a contar con un mínimo vital para una vida 
digna. El Tribunal Colegiado de Circuito del conocimiento negó el amparo 
porque estimó que no se afectaba el derecho al salario en términos del artículo 
123 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Inconforme, 
la parte quejosa interpuso un recurso de revisión. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
considera que debe declararse la nulidad de las cláusulas en los contratos de 
adhesión en las que las instituciones bancarias estipulen un derecho de cobro 
de los créditos a cargo de cualquier cuenta distinta a la que se contrata 
originalmente, pues configura un pacto comisorio inadmisible en el que las 
partes no están en igualdad de condiciones para negociar debido a la 
naturaleza asimétrica de las relaciones de consumo y no puede hablarse de 
una libertad para decidir sobre la liberación de las obligaciones. De tal forma, 
este tipo de cláusulas pretenden que la institución obvie los procesos legales 
de cobro como medidas de mediación con los organismos estatales de 
supervisión financiera o un procedimiento mercantil ordinario en el que la 
autoridad judicial determine la procedencia de sus pretensiones y el 
subsecuente proceso de ejecución. Asimismo, la inadmisibilidad de este tipo de 
cláusulas radica en que pactan una prerrogativa para disponer 
automáticamente de derechos futuros e inciertos; o de recursos que podrían no 
ser disponibles para el usuario o de naturaleza inembargable; establecen 
obligaciones de pago sin los elementos mínimos de exigibilidad como el tiempo 
y modo; limitan la posibilidad de negociación de un plan de pagos proporcional 
a la capacidad de pago y al mínimo vital del usuario; evita la libre disposición 
de la propiedad privada y coarta libertades económicas; todo sin respetar las 
garantías mínimas para la afectación de los derechos individuales y al debido 
proceso. 
 
Justificación: Los contratos de apertura de crédito son contratos de adhesión 
sujetos al régimen de orden público y protección de los intereses colectivos 
establecido en los artículos 1o. de la Ley de Instituciones de Crédito y 3o. de la 
Ley de Protección y Defensa al Usuario de Servicios Financieros. Esto significa 
que, si bien los contratos de adhesión son elaborados unilateralmente por las 
instituciones bancarias y aceptados por los usuarios como condición para 
acceder a un servicio, deben sujetarse a los requisitos de las leyes aplicables y 
no contener cláusulas abusivas o estipulaciones confusas que no permitan 
conocer el alcance de las obligaciones presentes o futuras de los contratantes. 
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En este sentido, estas cláusulas resultan contrarias al contenido de los párrafos 
IV y V de las Disposiciones de Carácter General en Materia de Cláusulas 
Abusivas Contenidas en los Contratos de Adhesión emitidas por la Comisión 
Nacional para la Protección y Defensa de los Usuarios de Servicios Financieros 
y resultan equivalentes a una ejecución forzosa, contraria a los derechos 
humanos a la propiedad, al debido proceso y a la protección de los intereses 
del consumidor en términos del artículo 28 constitucional.* 
 
PRIMERA SALA. 
 
Amparo directo en revisión 1875/2022. Eduardo Aurelio Barenque Enríquez. 29 
de marzo de 2023. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo 
de Larrea, Juan Luis González Alcántara Carrancá y Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena, y de la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. Disidente: Ministro Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, quien se reservó su derecho para formular voto 
particular. Ponente: Ministro Juan Luis González Alcántara Carrancá. 
Secretarios: Fernando Sosa Pastrana y Néstor Rafael Salas Castillo. 
 
Tesis de jurisprudencia 130/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de veinte de septiembre de dos mil veintitrés.  
Esta tesis se publicó el viernes 29 de septiembre de 2023 a las 10:38 horas en 
el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación 
obligatoria a partir del lunes 02 de octubre de 2023, para los efectos previstos 
en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.  
 
 
Suprema Corte de Justicia de la Nación 
 
Registro digital: 2027323 
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 
Undécima Época 
Materias(s): Civil 
Tesis: I.5o.C.104 C (11a.) 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  
Tipo: Aislada 
 
PAGARÉ. CUANDO EN EL JUICIO EJECUTIVO MERCANTIL LA 
DEMANDADA OPONE LA EXCEPCIÓN DE FALSEDAD IDEOLÓGICA Y 
OFRECE LA PRUEBA CONFESIONAL A CARGO DE LA ACTORA PARA 
DEMOSTRARLA, LA CONFESIÓN DE ÉSTA EN EL SENTIDO DE QUE NO 
ENTREGÓ LA CANTIDAD DE DINERO CONSIGNADA EN AQUÉL, MERECE 
MAYOR ALCANCE PROBATORIO FRENTE A LOS RECIBOS EXHIBIDOS 
CON LA DEMANDA. 
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Hechos: Una sociedad demandó a otra el pago de diversas cantidades de 
dinero con motivo de la suscripción de un pagaré. En la contestación, la 
sociedad demandada opuso la excepción de falsedad ideológica, pues 
argumentó que la cantidad consignada en el título de crédito no le fue 
entregada. La sociedad actora, al desahogar la vista otorgada con las 
excepciones señaló que la cantidad sí fue entregada y para sostener su 
afirmación exhibió recibos en los que constaban las entregas del dinero. El 
órgano jurisdiccional de origen determinó que la demandada no acreditó la falta 
de entrega del dinero, pues la sociedad actora exhibió los recibos; inconforme 
la sociedad demandada interpuso recurso de apelación en el que adujo que en 
la confesional a cargo de la actora confesó que no entregó ciertas cantidades. 
Al respecto, la Sala responsable decidió que la confesión no tuvo ningún efecto 
real en el juicio, puesto que la actora exhibió los recibos que sustentan su 
acción. 
 
Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que cuando en 
el juicio ejecutivo mercantil la demandada opone la excepción de falsedad 
ideológica y ofrece la prueba confesional a cargo de la actora para demostrarla, 
la confesión de ésta en el sentido de que no entregó la cantidad de dinero 
consignada en el pagaré, merece mayor alcance probatorio frente a los recibos 
exhibidos con la demanda, en los que consta la supuesta entrega del dinero. 
 
Justificación: Lo anterior, porque la otrora Tercera Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, en la tesis aislada de rubro: "TÍTULOS DE CRÉDITO, 
FALSEDAD IDEOLÓGICA O SUBJETIVA EN LOS.", consideró que tratándose 
de la excepción de falsedad ideológica contra un título de crédito, el medio 
idóneo para acreditar la falta de entrega de dinero es la confesión que realiza 
al respecto la actora, en el sentido de que no entregó la cantidad a la 
demandada. Por tanto, cuando al desarrollarse la confesional arroja el efecto 
detallado, debe considerarse que se acreditó dicha excepción, por dos razones: 
primera, el Código de Comercio prevé que la confesión judicial tiene valor 
probatorio pleno, en cambio, respecto de los documentos privados no se 
especifica su valor y, segunda, una conclusión diversa vedaría a la demandada 
la posibilidad de acreditar con el medio idóneo su excepción de falsedad 
ideológica, siendo que la actora, a fin de que no se otorgara mayor alcance 
probatorio a la confesional frente a los recibos, sólo tenía que desarrollar ese 
medio de prueba en los mismos términos en que se documentaron las 
entregas.* 
 
QUINTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER 
CIRCUITO. 
 
Amparo directo 286/2023. Grupo Edificador Fortio, S.A. de C.V. 19 de mayo de 
2023. Unanimidad de votos. Ponente: Israel Flores Rodríguez. Secretaria: 
Gabriela Hernández Castillo. 
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Nota: La tesis aislada citada, aparece publicada en el Semanario Judicial de la 
Federación, Séptima Época, Volúmenes 163 a 168, Cuarta Parte, julio a 
diciembre de 1982, página 117, con número de registro digital: 240521. 
Esta tesis se publicó el viernes 29 de septiembre de 2023 a las 10:38 horas en 
el Semanario Judicial de la Federación. 
 
 
Suprema Corte de Justicia de la Nación 
 
Registro digital: 2027468 
Instancia: Primera Sala 
Undécima Época 
Materias(s): Constitucional, Penal 
Tesis: 1a./J. 150/2023 (11a.) 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  
Tipo: Jurisprudencia 
 
SECRETO BANCARIO. EL ARTÍCULO 142, FRACCIÓN I, DE LA LEY DE 
INSTITUCIONES DE CRÉDITO VULNERA EL DERECHO A LA VIDA 
PRIVADA. 
 
Hechos: La Procuraduría General de la República (actual Fiscalía General de 
la República) solicitó a la Comisión Nacional Bancaria y de Valores información 
sobre las cuentas bancarias de una persona. Ello lo efectuó sin autorización 
judicial, pues así lo permite el artículo 142, fracción I, de la Ley de Instituciones 
de Crédito. Esa información fue utilizada por el ministerio público para pedir la 
vinculación a proceso de la persona por un delito fiscal, pero el juez de control 
la negó. No obstante, la persona imputada promovió un juicio de amparo 
indirecto en el que reclamó la inconstitucionalidad de esa norma por permitir 
que se brinde información sobre su vida privada sin control judicial previo. El 
amparo se sobreseyó y en desacuerdo la parte quejosa interpuso un recurso 
de revisión que fue remitido a este alto tribunal para resolver sobre la 
constitucionalidad del artículo. 
 
Criterio jurídico: El artículo 142, fracción I, de la Ley de Instituciones de Crédito, 
que permite al Procurador General de la República o a la persona servidora 
pública en quien delegue facultades requerir información bancaria a las 
instituciones financieras para fines penales, sin autorización judicial, es 
inconstitucional porque vulnera el derecho a la privacidad. 
 
Justificación: El artículo 16, párrafo primero, de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos protege el derecho a la vida privada de las 
personas. Para salvaguardar ese derecho, en el marco de las operaciones y 
servicios bancarios, el legislador estableció en el artículo 142, primer párrafo, 
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de la Ley de Instituciones de Crédito el "secreto bancario", el cual impide a las 
autoridades bancarias brindar información, datos o documentación de sus 
clientes o usuarios. 
En contraste, la fracción I de ese mismo artículo 142 establece que las 
instituciones bancarias podrán brindar esa información cuando el Procurador 
General de la República o el servidor público en quien delegue facultades la 
solicite para la comprobación de un delito, sin que para ello sea necesario que 
de manera previa un juez autorice dicha petición. 
El control judicial en materia penal es obligatorio cuando un acto de autoridad 
(como la solicitud de información bancaria) puede significar una afectación a los 
derechos fundamentales reconocidos en la Constitución y en los tratados 
internacionales, porque asegura que dicho actuar esté justificado y no sea 
arbitrario. 
Por esa razón, la disposición señalada es inconstitucional, en virtud de que 
permite que el ministerio público acceda a información bancaria de las 
personas, sin un control previo que permita a la autoridad judicial verificar si hay 
elementos que justifiquen esa intromisión a la vida privada en respeto de la 
Constitución y de los tratos internacionales.* 
 
PRIMERA SALA. 
 
Amparo en revisión 58/2021. Peter Bauer Mengelberg López. 25 de enero de 
2023. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, 
Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien formuló voto concurrente, y 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, y de la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. 
Disidente: Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto particular. 
Ponente: Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. Secretario: Edwin Antony Pazol 
Rodríguez. 
 
Tesis de jurisprudencia 150/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de cuatro de octubre de dos mil veintitrés. 
Esta tesis se publicó el viernes 13 de octubre de 2023 a las 10:23 horas en el 
Semanario Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación 
obligatoria a partir del lunes 16 de octubre de 2023, para los efectos previstos 
en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
 
 
Suprema Corte de Justicia de la Nación 
 
Registro digital: 2027436 
Instancia: Plenos Regionales 
Undécima Época 
Materias(s): Civil 
Tesis: PR.C.CS. J/12 C (11a.) 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  
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Tipo: Jurisprudencia 
 
DOCUMENTO FUNDATORIO DE LA ACCIÓN EN JUICIO MERCANTIL. SU 
FALTA DE PRESENTACIÓN CON LA DEMANDA, SEGÚN LO PREVISTO EN 
EL ARTÍCULO 1061, FRACCIÓN III, DEL CÓDIGO DE COMERCIO, NO 
ORIGINA LA IMPROCEDENCIA DE LA ACCIÓN Y QUE SE DEJEN A SALVO 
LOS DERECHOS DE LA PARTE DEMANDANTE, SINO QUE SE DECIDA SI 
ESTÁ PROBADA LA ACCIÓN. 
 
Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes resolvieron de 
manera divergente, al analizar casos en los que una persona moral demandó 
en juicio mercantil a otra persona moral, sin presentar –con la demanda– el 
documento fundatorio de la acción, y mientras uno razonó que la omisión 
repercutía en los requisitos para el ejercicio de la acción y daba lugar a su 
improcedencia por tratarse de la falta de un presupuesto procesal en la 
presentación de una demanda sustancialmente válida, por lo que no se 
prejuzgaba sobre el fondo, ni impedía que la accionante presentara una nueva; 
el otro consideró que la no exhibición del documento fundatorio daba lugar a 
estimar improcedente la acción, con los alcances de tenerla por no acreditada. 
 
Criterio jurídico: El Pleno Regional en Materia Civil de la Región Centro-Sur, 
con residencia en Guadalajara, Jalisco, establece que la falta de presentación 
del documento fundatorio de la acción con la demanda, acorde a lo previsto en 
el artículo 1061, fracción III, del Código de Comercio, no origina que se declare 
improcedente la acción y que se dejen a salvo los derechos de la parte 
demandante, porque esa omisión está inmersa en el quehacer judicial de la 
apreciación de las pruebas y de la constatación de los hechos afirmados por las 
partes. 
 
Justificación: El artículo 1061, fracción III, del Código de Comercio, prevé la 
obligación de acompañar al primer escrito los documentos en los que el actor 
funde su acción y aquellos en los que el demandado funde sus excepciones. La 
omisión de presentarlos con esa oportunidad actualiza la preclusión y, por lo 
mismo, la pérdida del derecho a exhibir esa clase de documentos; sin embargo, 
no corresponde a un presupuesto procesal o requisito para la procedencia de 
la acción, como la competencia, la representación y la vía. La significación y 
trascendencia de tal abstención se vincula al resultado del juicio en lo 
sustancial, a la solución definitiva o de fondo de la controversia; repercute en la 
carga procesal de probar y, por ende, en la decisión acerca de si está o no 
probada la acción. En consecuencia, si se trata de la verificación jurisdiccional 
relativa a decidir si se justificaron los hechos constitutivos de la acción –propia 
del examen del fondo de la controversia– para establecer quién gano y quién 
perdió, no permite su nuevo planteamiento, por tratarse lo decidido de la cosa 
juzgada, tanto formal como material.* 
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PLENO REGIONAL EN MATERIA CIVIL DE LA REGIÓN CENTRO-SUR, CON 
RESIDENCIA EN GUADALAJARA, JALISCO. 
 
Contradicción de criterios 55/2023. Entre los sustentados por el Noveno 
Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito y el Primer Tribunal 
Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Cuarta Región, con residencia 
en Xalapa, Veracruz de Ignacio de la Llave, en auxilio del Primer Tribunal 
Colegiado en Materia Civil del Séptimo Circuito. 17 de agosto de 2023. Tres 
votos de la Magistrada Martha Leticia Muro Arellano y de los Magistrados 
Héctor Martínez Flores y Cuauhtémoc Cuéllar de Luna. Ponente: Magistrada 
Martha Leticia Muro Arellano. Secretario: José Luis Vázquez López. 
 
Tesis y criterio contendientes: 
 
El Noveno Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, al resolver el 
amparo directo 3089/2001, el cual dio origen a la tesis aislada I.9o.C.63 C, de 
rubro: "DOCUMENTO BASE DE LA ACCIÓN EN EL PROCEDIMIENTO 
MERCANTIL. CONSECUENCIAS DE SU NO EXHIBICIÓN 
(INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO 1061, FRACCIONES III Y IV, DEL 
CÓDIGO DE COMERCIO).", publicada en el Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XVI, julio de 2002, página 1288, 
con número de registro digital 186592; y 
 
El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar 
de la Cuarta Región, con residencia en Xalapa, Veracruz de Ignacio de la Llave, 
al resolver el amparo directo 470/2022 (cuaderno auxiliar 797/2022). 
 
Nota: Esta tesis forma parte del engrose relativo a la contradicción de criterios 
55/2023, resuelta por el Pleno Regional en Materia Civil de la Región Centro-
Sur, con residencia en Guadalajara, Jalisco. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 13 de octubre de 2023 a las 10:23 horas en el 
Semanario Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación 
obligatoria a partir del lunes 16 de octubre de 2023, para los efectos previstos 
en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
 
 
Suprema Corte de Justicia de la Nación 
 
Registro digital: 2027484 
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 
Undécima Época 
Materias(s): Civil 
Tesis: I.5o.C.105 C (11a.) 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  
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Tipo: Aislada 
 
COMPENSACIÓN EN COSTAS. PROCEDE BAJO EL CRITERIO SUBJETIVO 
EN UN JUICIO EJECUTIVO MERCANTIL EN EL QUE SE DECRETA LA 
CADUCIDAD DE LA INSTANCIA, CUANDO DOS SOCIEDADES 
CODEMANDADAS TIENEN EL MISMO APODERADO Y LA QUE PRETENDE 
OBTENER LA CONDENA RELATIVA A SU FAVOR REALIZA CONDUCTAS 
OMISIVAS QUE RETARDAN EL EMPLAZAMIENTO DE LA OTRA. 
 
Hechos: En un juicio ejecutivo mercantil, durante el trámite para lograr el 
emplazamiento de una de las sociedades codemandadas, se decretó la 
caducidad de la instancia; inconforme, la diversa sociedad codemandada 
interpuso recurso de apelación para impugnar que no existió condena en costas 
a su favor; la Sala resolvió que operó la compensación en costas porque la 
recurrente opuso una excepción que pretendía variar la situación jurídica 
existente entre las partes antes de la presentación de la demanda; contra esa 
decisión promovió juicio de amparo directo en el que argumentó que sí procedía 
la condena en costas porque, por una parte, la actora actuó de mala fe, por otra, 
la excepción de falsedad ideológica tenía como objetivo destruir la acción 
intentada y, por último, la excepción de usura sólo se opuso ad cautelam; no 
obstante, de constancias se advirtió que ambas codemandadas tuvieron el 
mismo apoderado. 
 
Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que tratándose 
de un juicio ejecutivo mercantil en el que se decreta la caducidad de la instancia, 
procede la compensación en costas, bajo el criterio subjetivo, cuando dos 
sociedades codemandadas tienen el mismo apoderado y la que pretende 
obtener una condena en costas a su favor, realiza conductas omisivas que 
retardan el emplazamiento de la otra. 
 
Justificación: Lo anterior, porque la Primera Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación en la tesis aislada 1a. LXXV/2014 (10a.), fijó la 
interpretación conforme de la fracción VIII del artículo 1076 del Código de 
Comercio, en el sentido de que el juzgador debe valorar el supuesto subjetivo, 
a fin de determinar si debe haber alguna compensación en costas a cargo de la 
parte demandada, en caso de que se haya conducido con temeridad o mala fe. 
En cuanto a este criterio subjetivo, deben valorarse todos los actos u omisiones 
en que incurra la demandada y que ocasionen el retraso o prolongación 
injustificada del desarrollo del juicio, los cuales caben dentro del concepto de 
mala fe, puesto que van en detrimento de una administración de justicia sana, 
pronta y expedita y, sin lugar a dudas, afectan a la contraparte que está 
interesada en la prosecución del juicio. Por otro lado, en el supuesto de que dos 
sociedades tengan al mismo apoderado, debe considerarse que lo que éste 
como representante de una, también lo conoce respecto de la otra. Así, cuando 
en un juicio ejecutivo mercantil se decreta la caducidad de la instancia durante 
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los trámites para lograr el emplazamiento de una sociedad codemandada y la 
diversa, a pesar de tener la misma persona apoderada que aquélla, no 
proporciona el domicilio respectivo a fin de continuar el procedimiento, se 
actualiza el criterio subjetivo de compensación en costas, pues actuó de mala 
fe, dado que incurrió en una omisión que ocasionó el retraso o prolongación del 
desarrollo del juicio. 
 
QUINTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER 
CIRCUITO. 
 
Amparo directo 295/2023. Tracomex, S.A. de C.V. 26 de mayo de 2023. 
Unanimidad de votos. Ponente: Israel Flores Rodríguez. Secretaria: Gabriela 
Hernández Castillo. 
 
Nota: La tesis aislada 1a. LXXV/2014 (10a.), de título y subtítulo: "COSTAS EN 
MATERIA MERCANTIL. INTERPRETACIÓN CONFORME DEL ARTÍCULO 
1076, FRACCIÓN VIII, DEL CÓDIGO DE COMERCIO, CON EL ARTÍCULO 1o. 
DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS 
MEXICANOS." citada, aparece publicada en el Semanario Judicial de la 
Federación del viernes 7 de marzo de 2014 a las 10:18 horas y en la Gaceta 
del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 4, Tomo I, marzo 
de 2014, página 535, con número de registro digital: 2005805. 
Esta tesis se publicó el viernes 20 de octubre de 2023 a las 10:30 horas en el 
Semanario Judicial de la Federación. 
 
 
Suprema Corte de Justicia de la Nación 
 
Registro digital: 2027576 
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 
Undécima Época 
Materias(s): Común 
Tesis: III.2o.C.13 C (11a.) 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  
Tipo: Aislada 
 
JUICIO EJECUTIVO MERCANTIL ORAL. LA REVISIÓN OFICIOSA DEL 
EMPLAZAMIENTO RELATIVO ES SUSCEPTIBLE DE ANALIZARSE COMO 
VIOLACIÓN PROCESAL EN EL JUICIO DE AMPARO DIRECTO, CON 
INDEPENDENCIA DE QUE LA DEMANDADA HAYA PROMOVIDO EL 
INCIDENTE DE NULIDAD Y ÉSTE SE HUBIERE DESECHADO. 
 
Hechos: En un juicio ejecutivo mercantil oral el juzgador, con fundamento en los 
artículos 1075, 1390 Bis 15 y 1390 Bis 16 del Código de Comercio, declaró legal 
la diligencia de emplazamiento y por perdido el derecho a dar contestación a la 
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demanda. Seguido el procedimiento, se desahogó la audiencia preliminar, en la 
cual se concentró la audiencia de juicio y se dictó sentencia en el sentido de 
condenar a la demandada al pago de las prestaciones reclamadas; inconforme, 
esta última promovió juicio de amparo directo e hizo valer, como violación 
procesal, entre otras, la ilegalidad de la revisión del llamamiento a juicio 
realizada por el juzgador de origen. 
 
Criterio jurídico: La revisión oficiosa del emplazamiento al juicio ejecutivo 
mercantil oral es susceptible de analizarse como violación procesal en el juicio 
de amparo directo, con independencia de que la demandada haya promovido 
el incidente de nulidad previsto en el artículo 1390 Bis 40 del Código de 
Comercio y éste se hubiere desechado. 
 
Justificación: Lo anterior, porque en términos del artículo 1390 Bis 16 del Código 
de Comercio (aplicable a los juicios ejecutivos mercantiles orales, conforme al 
diverso precepto 1390 Ter 6 del mismo ordenamiento), transcurrido el plazo 
fijado para contestar la demanda sin que la demandada lo hubiere hecho y sin 
que medie petición de parte, el Juez examinará escrupulosamente y bajo su 
más estricta responsabilidad si el emplazamiento fue practicado legalmente. 
Esa obligación del juzgador es inversamente proporcional al derecho de la 
demandada para reclamar, como violación procesal (a través del juicio de 
amparo directo), que no se revisó adecuadamente el emplazamiento, con 
independencia de que la demandada haya promovido el incidente de nulidad 
previsto en el citado artículo 1390 Bis 40 y que éste se hubiere desechado, al 
no existir disposición legal ni jurisprudencial que lo prohíba; interpretación que 
es la idónea para optimizar el principio constitucional de defensa adecuada en 
este tipo de procedimientos.* 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL TERCER 
CIRCUITO. 
Amparo directo 409/2021. Norma Leticia Lozano Rizo. 25 de marzo de 2022. 
Unanimidad de votos. Ponente: Alberto Miguel Ruiz Matías. Secretario: Manuel 
Ayala Reyes. 
Esta tesis se publicó el viernes 10 de noviembre de 2023 a las 10:21 horas en 
el Semanario Judicial de la Federación. 
 
 
Suprema Corte de Justicia de la Nación 
 
Registro digital: 2027621 
Instancia: Primera Sala 
Undécima Época 
Materias(s): Civil 
Tesis: 1a./J. 178/2023 (11a.) 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  
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Tipo: Jurisprudencia 
 
CONTRATOS MERCANTILES. SON NULAS LAS CLÁUSULAS TANTO LAS 
CONTRARIAS AL PRINCIPIO DE IGUALDAD ENTRE LAS PARTES, COMO 
AQUELLAS EN LAS QUE SU CUMPLIMIENTO QUEDA AL ARBITRIO DE 
UNO DE LOS CONTRATANTES. 
 
Hechos: Una persona moral y otra física demandaron, en la vía ordinaria 
mercantil, de una sociedad de responsabilidad limitada de capital variable, 
diversas prestaciones, entre las que destacan la rescisión por incumplimiento 
general de un contrato de suministro, así como el pago de una indemnización 
por daños y perjuicios. La demandada reconvino la declaración judicial de 
validez de algunas cláusulas del contrato. La persona juzgadora del 
conocimiento acogió la acción principal. Inconformes, ambas partes 
interpusieron recurso de apelación, el cual fue resuelto por la Sala Responsable 
en el sentido de desestimar tanto la acción principal como la reconvención. En 
desacuerdo, la parte actora promovió juicio de amparo directo en el que se 
cuestionó la constitucionalidad y legalidad de algunas cláusulas del contrato de 
suministro que dio origen a la controversia. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
considera que, si bien el artículo 78 del Código de Comercio reconoce el 
principio de libertad contractual, también lo es que está limitado a que la validez 
y el cumplimiento de los contratos no quede al arbitrio de uno de los 
contratantes, a fin de procurar que los contratos sean cumplidos a cabalidad 
por todas las partes involucradas y exista la seguridad de que se cumplirán los 
acuerdos. Por tanto, son inconstitucionales las cláusulas que atenten contra el 
principio de igualdad entre las partes que rige la materia mercantil, por ejemplo, 
aquellas cláusulas en las que se establezca que una sola de las partes de forma 
unilateral podrá rescindir el contrato, esto es, sin la intervención del otro 
contratante; o en las que se obligue a uno de los contratantes a igualar o mejorar 
tarifas en plazos demasiados breves y/o sin conocer las condiciones de las 
ofertas, so pena de rescindir el contrato. 
 
Justificación: El principio de libertad contractual previsto en el artículo 78 del 
Código de Comercio implica que en materia mercantil las partes –las personas 
comerciantes– son libres de pactar y establecer relaciones jurídicas específicas 
con otras personas, para la consecución de determinados fines que quieren 
para sí mismas, conforme a su proyecto de vida, lo cual es el fundamento de la 
realización de toda clase de actos o negocios jurídicos en los que la persona, 
por libre decisión, se atribuye derechos y/o se impone obligaciones, conforme 
a sus propios intereses, frente a otros sujetos; siempre y cuando observen un 
mínimo de reglas previstas en el orden jurídico para su constitución, existencia 
y validez jurídica, así como para su terminación; es decir, las partes son libres 
de convenir lo que mejor convenga a sus derechos siempre que respeten las 
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leyes y sean acordes al orden público y la igualdad entre ellas. De ahí que el 
artículo 1797 del Código Civil Federal es una restricción al principio de libertad 
contractual, específicamente respecto a la terminación de los contratos, la cual 
busca garantizar el debido y cabal cumplimiento de los contratos y los principios 
de equidad de las partes en un contrato del orden civil o mercantil –según el 
cual las partes son libres de pactar en los términos que más les convengan en 
igualdad de condiciones– y el de pacta sunt servanda previsto en el artículo 
1796 del mismo ordenamiento legal, según el cual los pactos deben cumplirse 
en los términos en los que fueron acordados, esto es, que los convenios sean 
satisfechos a cabalidad y alcancen los fines para los que fueron convenidos. 
Por ello, partiendo de la premisa de que la materia mercantil se rige por el 
principio de igualdad entre las partes, tanto en las cuestiones sustantivas como 
en los aspectos procesales, y que éstas son libres para contratar procurando 
que los pactos sean cumplidos en los términos acordados, el legislador 
estableció como límite a la libertad contractual del comercio, el hecho de que la 
validez y el cumplimiento de los contratos no quedara al arbitrio de sólo uno de 
los contratantes.* 
 
PRIMERA SALA. 
Amparo directo 10/2023. Manufacturera Plástica Tulti, S.A. de C.V. y otro. 6 de 
septiembre de 2023. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, 
Juan Luis González Alcántara Carrancá, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, y de la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat, quien 
reservó su derecho para formular voto concurrente. Ponente: Ministro Juan Luis 
González Alcántara Carrancá. Secretarios: Pablo Francisco Muñoz Díaz y 
Fernando Sosa Pastrana. 
 
Tesis de jurisprudencia 178/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de quince de noviembre de dos mil veintitrés.  
Esta tesis se publicó el viernes 17 de noviembre de 2023 a las 10:28 horas en 
el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación 
obligatoria a partir del día hábil siguiente, 21 de noviembre de 2023, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
 
 
Suprema Corte de Justicia de la Nación 
 
Registro digital: 2027651 
Instancia: Primera Sala 
Undécima Época 
Materias(s): Civil 
Tesis: 1a./J. 179/2023 (11a.) 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  
Tipo: Jurisprudencia 
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LIBERTAD CONTRACTUAL EN MATERIA MERCANTIL. SU CONTENIDO Y 
ALCANCE (INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO 78 DEL CÓDIGO DE 
COMERCIO). 
 
Hechos: Una persona moral y otra física demandaron, en la vía ordinaria 
mercantil, de una sociedad de responsabilidad limitada de capital variable, 
diversas prestaciones, entre las que destacan la rescisión por incumplimiento 
general de un contrato de suministro, así como el pago de una indemnización 
por daños y perjuicios. La demandada reconvino la declaración judicial de 
validez de algunas cláusulas del contrato. La persona juzgadora del 
conocimiento acogió la acción principal. Inconformes, ambas partes 
interpusieron recurso de apelación, el cual fue resuelto por la Sala Responsable 
en el sentido de desestimar tanto la acción principal como la reconvención. En 
desacuerdo, la parte actora promovió juicio de amparo directo en el que se 
cuestionó la constitucionalidad y legalidad de algunas cláusulas del contrato de 
suministro que dio origen a la controversia. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
considera que el principio de libertad contractual en materia mercantil, previsto 
en el artículo 78 del Código de Comercio, atañe a todos los derechos y bienes 
del individuo de los que puede disponer; en particular, a su derecho de 
propiedad, pues tratándose de sus bienes materiales, las personas gozan de la 
mayor libertad de decisión para disponer de ellos celebrando los actos jurídicos 
contractuales que mejor convengan a sus intereses, en la forma y términos que 
considere conveniente, sin más restricción, que el respeto a los derechos de 
terceros y al orden público. 
 
Justificación: El principio de libertad contractual, previsto en el artículo 78 del 
Código de Comercio, implica que en esta materia mercantil las partes –las 
personas comerciantes– son libres de pactar y establecer relaciones jurídicas 
específicas con otras personas, para la consecución de determinados fines que 
quieren para sí mismas, conforme a su proyecto de vida, la cual es el 
fundamento de la realización de toda clase de actos o negocios jurídicos en los 
que la persona, por libre decisión, se atribuye derechos y/o se impone 
obligaciones, conforme a sus propios intereses, frente a otros sujetos; siempre 
y cuando observen un mínimo de reglas previstas en el orden jurídico para su 
constitución, existencia y validez jurídica, así como para su terminación; es 
decir, las partes son libres de convenir lo que mejor convenga a sus derechos 
siempre que respeten las leyes y sean acordes al orden público y a la igualdad 
entre ellas. Ello, en el entendido de que el orden público y el interés social son 
nociones íntimamente vinculadas en la medida en que el primero tiende al 
arreglo o composición de la comunidad con la finalidad de satisfacer 
necesidades colectivas, de procurar un bienestar o impedir un mal a la 
población, mientras que el segundo se traduce en la necesidad de beneficiar a 
la sociedad, o bien, evitarle a aquélla algún mal, desventaja o trastorno; y 



27 
 

entendiendo por "disposiciones de orden público" a aquellas plasmadas en los 
ordenamientos legales que tengan como fin inmediato y directo tutelar derechos 
de la colectividad para evitarle algún trastorno o desventaja o para procurarle la 
satisfacción de necesidades o algún provecho o beneficio, y por interés social 
debe considerarse el hecho, acto o situación que reporte a la sociedad una 
ventaja o provecho, o la satisfacción de una necesidad colectiva, o bien, le evite 
un trastorno o un mal público.* 
 
PRIMERA SALA. 
Amparo directo 10/2023. Manufacturera Plástica Tulti, S.A. de C.V. y otro. 6 de 
septiembre de 2023. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, 
Juan Luis González Alcántara Carrancá, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, y de la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat, quien 
reservó su derecho para formular voto concurrente. Ponente: Ministro Juan Luis 
González Alcántara Carrancá. Secretarios: Pablo Francisco Muñoz Díaz y 
Fernando Sosa Pastrana. 
 
Tesis de jurisprudencia 179/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de quince de noviembre de dos mil veintitrés. 
Esta tesis se publicó el viernes 17 de noviembre de 2023 a las 10:28 horas en 
el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación 
obligatoria a partir del día hábil siguiente, 21 de noviembre de 2023, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
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III. CIVIL 

 
 
Suprema Corte de Justicia de la Nación 
 
Registro digital: 2027189 
Instancia: Primera Sala 
Undécima Época 
Materias(s): Civil 
Tesis: 1a./J. 67/2023 (11a.) 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  
Tipo: Jurisprudencia 
 
INTERÉS JURÍDICO EN EL JUICIO DE OTORGAMIENTO Y FIRMA DE 
ESCRITURA (ACCIÓN PROFORMA). NO LO TIENE LA PERSONA QUE 
RECLAMA SU FALTA DE LLAMAMIENTO OSTENTÁNDOSE COMO 
PROPIETARIA DEL INMUEBLE OBJETO DEL CONTRATO DE 
COMPRAVENTA. 
 
Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sostuvieron 
decisiones opuestas al determinar si tiene o no interés jurídico la persona que, 
al ostentarse como propietaria del inmueble, reclama la falta de llamamiento al 
juicio de otorgamiento y firma de escritura (acción proforma). 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
considera que no tiene interés jurídico en el juicio de acción proforma la persona 
que se ostenta como propietaria del inmueble para reclamar su falta de 
llamamiento, ya que no le genera ningún perjuicio, pues en el juicio no se está 
dirimiendo un derecho real de propiedad sobre el inmueble, sino un derecho 
personal para la formalización de un contrato de compraventa, a través de una 
escritura pública. 
 
Justificación: La acción proforma prevista en los artículos 1833 y 2232 del 
Código Civil para el Distrito Federal (ahora Ciudad de México), así como en el 
diverso 27 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal (ahora 
Ciudad de México), se refiere a la facultad que tienen cualquiera de las partes 
-si el consentimiento consta de manera fehaciente en un contrato-, a exigir que 
se le dé la forma legal a éste y en caso de que el demandado no lo haga, lo 
hará el Juez en su rebeldía. Esta acción es de naturaleza personal, ya que bajo 
ese título se pide el otorgamiento y firma del contrato -en el caso de 
compraventa de inmuebles-, porque aún se carece de la forma para ejercer el 
derecho y para su ejercicio debe regir el principio jurídico res inter alios acta, 
que significa que el contrato base de la acción sólo obligaría a las partes 
contratantes y no a terceras ajenas; en tanto que el fin que se busca con su 
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tramitación es únicamente dar forma al contrato con la obtención de la escritura 
relativa y obtener el pleno derecho sobre la cosa, no de manera directa, sino 
con base en el documento en el que se describa el acto jurídico, el cual es 
necesario para contar con un derecho real y poder ejercer otro tipo de acciones. 
Luego, si al tener conocimiento de alguna resolución dictada por autoridad 
judicial competente, una persona considera que le puede causar algún perjuicio 
y por ello pueda ser parte en un juicio de acción proforma, es necesario que se 
satisfaga el requisito de interés jurídico en dicho juicio, esto es, debe generarle 
algún perjuicio el acto reclamado; lo cual no sucede cuando ésta se ostenta 
como propietaria del inmueble, porque el fin que se busca con la tramitación de 
la acción proforma es que se dé forma al contrato con la obtención de la 
escritura relativa, pero no que se reconozca un derecho real de propiedad del 
inmueble, que es lo que sí le generaría perjuicio.* 
 
PRIMERA SALA. 
 
Contradicción de tesis 158/2021. Entre los sustentados por el Tercer Tribunal 
Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del Vigésimo Primer Circuito y el 
Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito. 1 de marzo de 
2023. Mayoría de tres votos de los Ministros Juan Luis González Alcántara 
Carrancá, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Disidentes: Ministro Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien reservó su derecho 
para formular voto particular, y Ministra Ana Margarita Ríos Farjat, quien reservó 
su derecho para formular voto particular. Ponente: Ministro Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena. Secretario: David García Sarubbi. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 
El emitido por el Tercer Tribunal Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del 
Vigésimo Primer Circuito, al resolver el amparo en revisión 79/2020, en el que 
determinó que la acción de otorgamiento y firma de escritura o proforma que 
faculta al perjudicado, por falta de título legal, para exigir del obligado la 
expedición del documento correspondiente, se trata de una acción personal que 
sólo afecta a las partes involucradas en el contrato; por lo que la propiedad del 
inmueble no constituye un elemento de la acción proforma, ni lo determinado 
sobre ella puede tener trascendencia sobre los derechos de terceras personas, 
ya que únicamente vincula a las partes involucradas con esa acción. En ese 
contexto, si en vía de amparo una persona se ostenta como tercero extraño, 
aduciendo que tiene interés jurídico porque en el juicio natural se demandó el 
otorgamiento y firma de la escritura sobre un bien que señala ser de su 
propiedad; entonces, el derecho de audiencia, que refiere no se respetó, radica 
en un derecho real distinto al que se persiguió con la acción personal proforma, 
propiedad que no podría analizarse dentro de la acción personal pues se 
desnaturalizaría; y, 
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El sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer 
Circuito al resolver el amparo en revisión 271/2017, el cual dio origen a la tesis 
aislada I.3o.C.360 C (10a.), de título y subtítulo: "ACCIÓN PROFORMA. TIENE 
INTERÉS JURÍDICO LA PERSONA QUE, OSTENTÁNDOSE COMO 
PROPIETARIA DEL INMUEBLE, RECLAMA SU FALTA DE LLAMAMIENTO AL 
JUICIO.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 6 de 
diciembre de 2019 a las 10:18 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de 
la Federación, Décima Época, Libro 73, diciembre de 2019, Tomo II, página 
1017, con número de registro digital: 2021187. 
 
Tesis de jurisprudencia 67/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de diecinueve de abril de dos mil veintitrés.  
Esta tesis se publicó el viernes 08 de septiembre de 2023 a las 10:17 horas en 
el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación 
obligatoria a partir del lunes 11 de septiembre de 2023, para los efectos 
previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
 
 
Suprema Corte de Justicia de la Nación 
 
Registro digital: 2027431 
Instancia: Primera Sala 
Undécima Época 
Materias(s): Civil, Común 
Tesis: 1a./J. 148/2023 (11a.) 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  
Tipo: Jurisprudencia 
 
COPIAS DE EXPEDIENTES JUDICIALES CERTIFICADAS DIGITALMENTE. 
FORMALIDADES QUE DEBEN OBSERVARSE PARA SU TRANSMISIÓN EN 
ARCHIVO DIGITAL POR MEDIO DE CORREO ELECTRÓNICO. 
 
Hechos: En el contexto de la pandemia ocasionada por el virus SARS-CoV-2, 
una persona, en su carácter de parte quejosa en un juicio de amparo, solicitó 
que se expidieran de manera electrónica copias certificadas de la totalidad de 
las constancias del expediente para que le fueran enviadas mediante archivo 
digital a un correo electrónico. El Juez de Distrito negó la expedición de las 
copias al considerar que la certificación carecería de la firma autógrafa de la 
persona encargada de su cotejo, lo que impediría constatar su autenticidad. 
Inconforme con esa determinación, la persona interpuso un recurso de queja. 
 
Criterio jurídico: La transmisión de constancias digitales mediante correo 
electrónico requiere la adopción de medidas por parte del órgano jurisdiccional 
para propiciar certeza tanto en su expedición, en la entrega por parte de la 
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persona servidora pública, como en la adecuada recepción de la persona 
solicitante en el correo que designó. 
Por lo que, para la validez de la expedición, entrega y recepción de copias 
certificadas digitalmente deben observarse las siguientes formalidades que 
garanticen la certeza de tal actuación: (i) una vez autorizada su expedición por 
la persona juzgadora, se digitalizan las constancias físicas solicitadas para que, 
previo cotejo respectivo, se certifique su coincidencia mediante el uso de la 
FIREL en el archivo electrónico correspondiente; (ii) el archivo digital resultante 
deberá enviarse desde el correo institucional del órgano jurisdiccional y/o del 
funcionario certificador a la dirección de correo electrónico que, bajo su más 
estricta responsabilidad, proporcione la persona solicitante; (iii) de ser 
necesario, en atención al tamaño del archivo electrónico y la capacidad de la 
cuenta de correo electrónico para la transferencia de información, podrán 
certificarse de manera seccionada las constancias respectivas y remitirlas en 
dos o más archivos, cada uno con la firma y certificación correspondiente; (iv) 
la persona funcionaria deberá asentar una razón pormenorizada del envío del 
o los correos electrónicos respectivos en los que solicitará el acuse de recibo; 
y, (v) a la razón asentada se deberá anexar la evidencia gráfica del o los correos 
electrónicos enviados. En el entendido de que todas estas constancias deberán 
agregarse al expediente electrónico y, en su caso, su representación gráfica al 
expediente físico del asunto de que se trate. 
 
Justificación: El uso del correo electrónico institucional del órgano jurisdiccional 
y/o de la persona servidora pública correspondiente como medio para la 
transmisión de copias certificadas digitalmente, es un paso más en el 
aprovechamiento de las tecnologías de la información en beneficio de una 
administración de justicia más pronta, completa y expedita, siempre que exista 
certidumbre del envío y recepción del archivo que contenga los documentos 
certificados digitalmente.* 
 
PRIMERA SALA. 
 
Queja 3/2022. Jorge Octavio Monreal Gallardo. 1 de junio de 2022. Cinco votos 
de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández, quien formuló voto concurrente, 
y Ana Margarita Ríos Farjat, y de los Ministros Juan Luis González Alcántara 
Carrancá, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Ponente: Ministra Presidenta Ana Margarita Ríos Farjat. Secretarios: Juan 
Jaime González Varas y Jesús Iram Aguirre Sandoval. 
 
Tesis de jurisprudencia 148/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de cuatro de octubre de dos mil veintitrés. 
Esta tesis se publicó el viernes 13 de octubre de 2023 a las 10:23 horas en el 
Semanario Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación 
obligatoria a partir del lunes 16 de octubre de 2023, para los efectos previstos 
en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
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Suprema Corte de Justicia de la Nación 
 
Registro digital: 2027501 
Instancia: Plenos Regionales 
Undécima Época 
Materias(s): Civil 
Tesis: PR.C.CS. J/13 C (11a.) 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  
Tipo: Jurisprudencia 
 
PRESCRIPCIÓN NEGATIVA. EL PLAZO DE DOS AÑOS PARA EXIGIR LA 
REPARACIÓN DEL DAÑO PREVISTO EN EL ARTÍCULO 1934 DEL CÓDIGO 
CIVIL PARA EL DISTRITO FEDERAL, AHORA CIUDAD DE MÉXICO, NO ES 
APLICABLE EN CASOS DE RESPONSABILIDAD CIVIL 
EXTRACONTRACTUAL, DERIVADOS DE AFECTACIONES A LA SALUD O A 
LA INTEGRIDAD PERSONAL. 
 
Hechos: Dos Tribunales Colegiados de Circuito sostuvieron diferentes posturas 
en relación con la aplicabilidad del artículo 1934 del Código Civil para el Distrito 
Federal, ahora Ciudad de México, que establece el plazo de dos años para que 
opere la prescripción de la acción de reparación del daño en casos de 
responsabilidad civil extracontractual en que se afectaron, en uno el derecho a 
la salud y, en otro, el derecho a la integridad personal, y mientras uno determinó 
que el citado artículo es constitucional al establecer un plazo razonable para el 
ejercicio de la acción, el cual empieza a correr a partir de que se tiene 
conocimiento cierto del daño; el otro, con base en la tesis aislada 1a. 
CXCVII/2018 (10a.) de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, concluyó que dicho plazo sólo es aplicable a daños estrictamente 
patrimoniales, y que las acciones en que se reclamen daños a la vida o a la 
integridad personal deben regirse conforme a los plazos genéricos más 
amplios.  
 
Criterio jurídico: El Pleno Regional en Materia Civil de la Región Centro-Sur, 
con residencia en Guadalajara, Jalisco, determina que el plazo de dos años 
para que opere la prescripción negativa de la acción para exigir la reparación 
del daño previsto en el artículo 1934 del Código Civil para el Distrito Federal, 
ahora Ciudad de México, no es aplicable en casos de responsabilidad civil 
extracontractual derivados de afectaciones a la salud o a la integridad personal, 
porque ese plazo únicamente aplica cuando los daños son patrimoniales.  
 
Justificación: El plazo reducido de dos años establecido por el artículo 1934 del 
Código Civil para el Distrito Federal, aplicable para la Ciudad de México, en 
relación con el de cinco años para las acciones derivadas de obligaciones 
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periódicas o de rendición de cuentas, o el de diez años que se aplica por regla 
general y residual a los demás casos no previstos con un plazo menor, no es 
razonable para cuantificar el plazo de prescripción negativa de la acción para 
exigir la reparación del daño cuando los derechos lesionados son el derecho 
humano a la salud y el derecho humano a la integridad personal que deriva del 
primero, reconocidos en el artículo 4o. de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos. Esto, porque cuando se afecta la salud o la integridad 
personal es previsible que las personas se preocupen primero por recuperarse 
y luego por demandar la reparación del daño causado, por lo que emplean parte 
del plazo de prescripción para su recuperación, lo que no ocurre cuando se 
afecta solamente su patrimonio. Esta interpretación brinda una protección más 
amplia a las personas en el ejercicio de sus derechos de acceso a la jurisdicción 
y a la reparación integral del daño, reconocidos en los artículos 17 de la 
Constitución General y 63, numeral 1, de la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos, pues hace posible que el plazo de prescripción de la 
acción para reclamar la reparación del daño, en casos de responsabilidad civil 
extracontractual derivada de afectaciones a esos derechos, sea el genérico y 
residual de diez años previsto en el artículo 1159 del Código Civil para el Distrito 
Federal, aplicable para la Ciudad de México. * 
 
PLENO REGIONAL EN MATERIA CIVIL DE LA REGIÓN CENTRO-SUR, CON 
RESIDENCIA EN GUADALAJARA, JALISCO. 
 
Contradicción de criterios 74/2023. Entre los sustentados por el Tercer Tribunal 
Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito y el Noveno Tribunal Colegiado 
en Materia Civil del Primer Circuito. 31 de agosto de 2023. Tres votos de la 
Magistrada Martha Leticia Muro Arellano y de los Magistrados Héctor Martínez 
Flores y Cuauhtémoc Cuéllar De Luna. Ponente: Magistrado Cuauhtémoc 
Cuéllar De Luna. Secretario: Fernando José Oropesa Romero. 
 
Tesis y criterio contendientes:  
 
El Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, al resolver el 
amparo directo 13/2015, el cual dio origen a la tesis aislada I.3o.C.225 C (10a.), 
de título y subtítulo: "PRESCRIPCIÓN EXTINTIVA DE LA ACCIÓN PARA 
LOGRAR LA REPARACIÓN DE LOS DAÑOS CAUSADOS POR ACTOS 
ILÍCITOS. EL ARTÍCULO 1934 DEL CÓDIGO CIVIL PARA EL DISTRITO 
FEDERAL, AL PREVER QUE ESA ACCIÓN PRESCRIBE EN DOS AÑOS, NO 
VULNERA EL DERECHO A LA TUTELA JUDICIAL EFECTIVA.", publicada en 
el Semanario Judicial de la Federación del viernes 25 de septiembre de 2015 a 
las 10:30 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima 
Época, Libro 22, Tomo III, septiembre de 2015, página 2108, con número de 
registro digital: 2010069; y 
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El sustentado por el Noveno Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer 
Circuito, al resolver el amparo directo 221/2023.  
 
Nota: La tesis aislada 1a. CXCVII/2018 (10a.), de título y subtítulo: 
“PRESCRIPCIÓN NEGATIVA. PLAZOS APLICABLES EN CASOS DE 
RESPONSABILIDAD CIVIL EXTRACONTRACTUAL DERIVADA DE 
AFECTACIONES A LA VIDA O A LA INTEGRIDAD.” citada, aparece publicada 
en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 7 de diciembre de 2018 
a las 10:19 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 
Décima Época, Libro 61, Tomo I, diciembre de 2018, página 373, con número 
de registro digital: 2018773.  
 
Esta tesis forma parte del engrose relativo a la contradicción de criterios 
74/2023, resuelta por el Pleno Regional en Materia Civil de la Región Centro-
Sur, con residencia en Guadalajara, Jalisco. 
 
 
Suprema Corte de Justicia de la Nación 
 
Registro digital: 2027520 
Instancia: Primera Sala 
Undécima Época 
Materias(s): Civil, Constitucional 
Tesis: 1a./J. 158/2023 (11a.) 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  
Tipo: Jurisprudencia 
 
COPIAS DE TRASLADO. EL PÁRRAFO SEGUNDO DEL ARTÍCULO 103 DEL 
CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES PARA EL DISTRITO FEDERAL 
(APLICABLE EN LA CIUDAD DE MÉXICO), AL PREVER QUE LA FALTA DE 
ÉSTAS DEBE SANCIONARSE CON EL DESECHAMIENTO DE PLANO DE LA 
DEMANDA, VULNERA EL DERECHO DE ACCESO A LA JUSTICIA. 
 
Hechos: Una institución bancaria promovió juicio de amparo indirecto en el que 
señaló como acto reclamado, entre otros, el artículo 103 del Código de 
Procedimientos Civiles para el Distrito Federal. El Juez de Distrito del 
conocimiento sobreseyó en el juicio por algunos actos y concedió la protección 
constitucional por la inconstitucionalidad reclamada. Inconformes con esta 
determinación, las partes interpusieron recursos de revisión. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
considera que el párrafo segundo del artículo 103 del Código de Procedimientos 
Civiles para el Distrito Federal (aplicable en la Ciudad de México), al prever que 
la omisión de exhibir las copias de traslado debe sancionarse con el 
desechamiento de plano de la demanda, vulnera el derecho de acceso a la 



35 
 

justicia por ser excesivo y desproporcional el desechamiento de cualquier 
acción (entre las cuales se encuentran las que se ejercen por medio de 
demanda principal, a la reconvención, a los incidentes y a las liquidaciones), 
con motivo de la no exhibición de las copias de traslado, el cual es un requisito 
de procedibilidad netamente formal y, por ende, de carácter subsanable. Ello, 
ya que el legislador estableció a priori la sanción de dejar de admitir el escrito 
en caso de que no se acompañen las copias correspondientes, sin dejar a la 
persona juzgadora la posibilidad de graduar dicha medida, en el caso, prevenir 
al promovente para que en un plazo prudente cumpla con ese requisito. 
 
Justificación: Lo anterior es así, ya que si bien es cierto que el párrafo segundo 
del artículo 103 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal 
(aplicable en la Ciudad de México) tiene como finalidad garantizar el derecho 
humano de acceso a la justicia de la parte demandada, a través del 
otorgamiento de una copia de la demanda que se instaura en su contra, lo cual 
es un elemento primordial para que sea factible la defensa en juicio, también lo 
es que el legislador favoreció el derecho de acceso a la justicia de la parte 
demandada sobre el derecho humano de acceso a la justicia de la parte actora, 
con lo que se quiebra el principio constitucional de igualdad procesal, que es 
una vertiente de los derechos al debido proceso y a la igualdad jurídica, que 
demanda una razonable igualdad de posibilidades en el ejercicio de cada una 
de las pretensiones de las partes en un juicio y que se erige a su vez como una 
regla de actuación de la persona juzgadora como directora del proceso. Así, un 
requisito formal subsanable por parte de la actora la priva del ejercicio de una 
acción, con motivo de garantizar la defensa de la parte demandada; siendo que 
no existe una razón suficiente para que, en el caso de algunas acciones, se 
considere que sí es subsanable la propia acción y en otras no. 
 
PRIMERA SALA. 
 
Amparo en revisión 134/2023. Banco Azteca, S.A., I.B.M. 14 de junio de 2023. 
Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien formuló voto 
concurrente, Juan Luis González Alcántara Carrancá, Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena y Jorge Mario Pardo Rebolledo, y de la Ministra Ana Margarita Ríos 
Farjat. Ponente: Ministro Juan Luis González Alcántara Carrancá. Secretario: 
Pablo Francisco Muñoz Díaz. 
 
Tesis de jurisprudencia 158/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de dieciocho de octubre de dos mil veintitrés. 
Esta tesis se publicó el viernes 27 de octubre de 2023 a las 10:37 horas en el 
Semanario Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación 
obligatoria a partir del lunes 30 de octubre de 2023, para los efectos previstos 
en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
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Suprema Corte de Justicia de la Nación 
 
Registro digital: 2027527 
Instancia: Primera Sala 
Undécima Época 
Materias(s): Civil, Administrativa 
Tesis: 1a./J. 162/2023 (11a.) 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  
Tipo: Jurisprudencia 
 
DERECHOS DE AUTOR. LA INDEMNIZACIÓN POR DAÑO MATERIAL Y/O 
MORAL PREVISTA EN EL ARTÍCULO 216 BIS DE LA LEY FEDERAL DEL 
DERECHO DE AUTOR, NO PUEDE EQUIPARARSE CON LA FIGURA DE 
DAÑOS Y PERJUICIOS DERIVADOS DE LA LEGISLACIÓN CIVIL. 
 
Hechos: Una persona física compositora demandó en la vía ordinaria civil de 
una empresa dedicada a la manufactura de autos y a una de sus filiales diversas 
prestaciones, entre otras, la vulneración al derecho a su propia imagen y a su 
derecho moral de persona autora por la utilización de un "doble" en una 
campaña publicitaria en la que también se alteró una de sus obras musicales. 
En primera instancia se absolvió a las demandadas. En el recurso de apelación 
y, en cumplimiento a una resolución dictada en un juicio de amparo directo 
previo, el Tribunal Unitario de Circuito del conocimiento revocó la sentencia de 
primer grado, declarando improcedente el reclamo al derecho a la propia 
imagen; sin embargo, condenó a las demandadas al pago de una 
indemnización por el derecho moral de autor. En contra de esta resolución, las 
partes promovieron sendos juicios de amparo directo, los cuales fueron atraídos 
por este Alto Tribunal. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
considera que no puede equipararse la indemnización por daño moral o material 
del derecho de autor, prevista en el artículo 216 bis de la Ley Federal del 
Derecho de Autor, con la de daños y perjuicios derivados de la legislación civil, 
en tanto que no guardan una correlación entre sí, por lo que no pueden coexistir 
ambas figuras, sino que ambos conceptos se encontrarían inmersos en la 
conducta atribuida. 
 
Justificación: De una interpretación teleológica del primer párrafo del artículo 
216 bis de la Ley Federal del Derecho de Autor, se evidencia que la finalidad 
de dicho precepto fue la de precisar que cualquier daño o perjuicio que sufra 
alguno de los titulares de los derechos reconocidos por dicha ley, con 
independencia de su denominación y de su carácter principal o accesorio, 
deberá ser reparado o indemnizado conforme a las reglas de derecho que se 
contienen en ese precepto. Por tanto, si bien es cierto que dicho artículo hace 
referencia a la reparación del daño material y/o moral, así como a la 
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indemnización por daños y perjuicios, ello no puede interpretarse en el sentido 
de que la autoridad jurisdiccional respectiva podrá condenar dos veces al pago 
de la misma prestación, esto es, que exista una indemnización por reparación 
del daño moral de autor, y otra, para satisfacer los daños y perjuicios 
ocasionados, puesto que la finalidad del legislador no fue la de incorporar un 
precepto a partir del cual la parte afectada pudiera realizar un doble cobro por 
un mismo concepto (reparación por vulneración al daño moral de autor, así 
como daños y perjuicios), sino la de privilegiar el derecho a una justa 
indemnización.* 
 
PRIMERA SALA. 
 
Amparo directo 5/2022. Toyota Motor Sales de México, S. de R.L. de C.V. 8 de 
febrero de 2023. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Juan Luis 
González Alcántara Carrancá, quien formuló voto concurrente, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, 
y Jorge Mario Pardo Rebolledo, y de la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. 
Ausente: Ministro Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Ponente: Ministro Jorge Mario 
Pardo Rebolledo. Secretario: Jorge Arriaga Chan Temblador. 
 
Tesis de jurisprudencia 162/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de dieciocho de octubre de dos mil veintitrés.  
Esta tesis se publicó el viernes 27 de octubre de 2023 a las 10:37 horas en el 
Semanario Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación 
obligatoria a partir del lunes 30 de octubre de 2023, para los efectos previstos 
en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
 
 
Suprema Corte de Justicia de la Nación 
 
Registro digital: 2027554 
Instancia: Primera Sala 
Undécima Época 
Materias(s): Civil 
Tesis: 1a./J. 170/2023 (11a.) 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  
Tipo: Jurisprudencia 
ARRENDAMIENTO DE BIENES INMUEBLES. PARA DETERMINAR SI 
PROCEDE LA VÍA MERCANTIL PARA RESOLVER LAS CONTROVERSIAS 
DERIVADAS DE DICHO ACTO, EL JUZGADOR DEBE DEFINIR SI 
CONSTITUYE O NO UN ACTO DE COMERCIO AL REALIZARSE CON EL 
PROPÓSITO DE ESPECULACIÓN COMERCIAL, PUES EL CATÁLOGO DEL 
ARTÍCULO 75 DEL CÓDIGO DE COMERCIO DEBE INTERPRETARSE DE 
MANERA ENUNCIATIVA Y NO LIMITATIVA (ABANDONO DE LA 
JURISPRUDENCIA 1a./J. 63/98). 
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Hechos: Un Tribunal Colegiado de Circuito conoció de un juicio de amparo 
directo en el cual la parte quejosa argumentó que la autoridad responsable 
omitió el análisis de la vía (propuesto desde la contestación de la demanda de 
origen) y que el contrato de arrendamiento del bien inmueble objeto del juicio 
era de naturaleza mercantil (al destinarse al funcionamiento de un hotel), por lo 
que debía dilucidarse en la vía de la misma naturaleza. El órgano colegiado 
negó el amparo porque –a su juicio– el arrendamiento de inmuebles no es un 
acto de comercio, en tanto no se encuentra previsto en el artículo 75 del Código 
de Comercio. Inconforme, la parte quejosa interpuso recurso de revisión en el 
que hizo valer la inconstitucionalidad del artículo 75 del Código de Comercio –
aplicado por primera vez en su perjuicio– y el posible desconocimiento de los 
criterios emitidos por la Suprema Corte de Justicia de la Nación en torno al 
precepto impugnado. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
establece que para determinar si es procedente o no la vía mercantil en la 
resolución de controversias derivadas de un contrato de arrendamiento de 
bienes inmuebles, es preciso que el juzgador defina –en primer lugar– si dicho 
contrato constituye o no un acto de comercio, esto es, que se realiza con el 
propósito de especulación comercial, sin que obste a lo anterior que en la 
jurisprudencia 1a./J. 63/98, esta Primera Sala haya sustentado que el 
arrendamiento de inmuebles no es un acto de comercio en términos del artículo 
75 del Código de Comercio, pues de una nueva reflexión sobre el tema se 
advierte que ha sido criterio reiterado de la propia Sala reconocer que el 
catálogo previsto en el citado artículo 75 debe interpretarse de manera 
enunciativa y no limitativa. 
 
Justificación: Tomando en consideración lo dispuesto en la fracción XXV del 
artículo 75 del Código de Comercio, la Primera Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación entiende por actos de comercio aquellos que –con 
independencia de la calidad de los contratantes– se encuentran previstos 
expresamente en el Código de Comercio o que, sin estarlo, se celebraron con 
el propósito de especulación mercantil. De ahí que, si bien el arrendamiento de 
inmuebles no se encuentra expresamente previsto como acto de comercio en 
el citado artículo 75, tendrá el carácter de acto de comercio cuando se realice 
con el propósito de especulación comercial. Por consiguiente, los conflictos que 
deriven de este tipo de contratos deben dirimirse en la vía mercantil. 
 
PRIMERA SALA. 
Amparo directo en revisión 172/2023. Ancora Construcciones, S.A. de C.V. 30 
de agosto de 2023. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, 
Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien formuló voto aclaratorio, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo Rebolledo, y de la Ministra Ana 
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Margarita Ríos Farjat. Ponente: Ministro Juan Luis González Alcántara 
Carrancá. Secretario: Gregorio Delfino Castillo Porras. 
 
Nota: La jurisprudencia 1a./J. 63/98 citada, de rubro: "VÍA MERCANTIL, 
IMPROCEDENCIA DE LA, TRATÁNDOSE DE ARRENDAMIENTO DE 
INMUEBLES.", se publicó en el Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta, Novena Época, Tomo VIII, diciembre de 1998, página 310, con número 
de registro digital: 194955. 
 
Tesis de jurisprudencia 170/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de ocho de noviembre de dos mil veintitrés. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 10 de noviembre de 2023 a las 10:21 horas en 
el Semanario Judicial de la Federación, y en virtud de que abandona el criterio 
sostenido por la propia Sala en la diversa 1a./J. 63/98, de rubro: "VÍA 
MERCANTIL, IMPROCEDENCIA DE LA, TRATÁNDOSE DE 
ARRENDAMIENTO DE INMUEBLES.", publicada en el Semanario Judicial de 
la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo VIII, diciembre de 1998, 
página 310, con número de registro digital: 194955, esta última dejó de 
considerarse de aplicación obligatoria a partir del 13 de noviembre de 2023. 
Esta tesis se publicó el viernes 10 de noviembre de 2023 a las 10:21 horas en 
el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación 
obligatoria a partir del lunes 13 de noviembre de 2023, para los efectos previstos 
en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.* 
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IV. AMPARO 
 
 
Suprema Corte de Justicia de la Nación 
 
Registro digital: 2027405 
Instancia: Primera Sala 
Undécima Época 
Materias(s): Común 
Tesis: 1a./J. 115/2023 (11a.) 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  
Tipo: Jurisprudencia 
 
RECURSO DE RECLAMACIÓN. PROCEDE EN CONTRA DEL AUTO QUE 
ADMITE A TRÁMITE UNA DEMANDA DE AMPARO DIRECTO. 
 
Hechos: Los tribunales contendientes se pronunciaron sobre la procedencia del 
recurso de reclamación en contra del auto emitido por el presidente de un 
Tribunal Colegiado de Circuito en el que admite una demanda de amparo 
directo. Uno de los tribunales determinó que, con base en el artículo 104, 
párrafo primero, de la Ley de Amparo, el recurso de reclamación era procedente 
por tratarse de un acuerdo de trámite. El otro tribunal concluyó que el recurso 
de reclamación era improcedente, pues la admisión no constituye una 
resolución definitiva, por lo que no le genera una afectación a la parte recurrente 
y que será al momento del dictado de la sentencia en la que se verifique la 
procedencia del amparo respectivo. 
 
Criterio jurídico: El recurso de reclamación previsto en el artículo 104 de la Ley 
de Amparo es procedente en contra del acuerdo de admisión de una demanda 
de amparo directo. 
 
Justificación: El auto que admite una demanda de amparo directo constituye un 
acuerdo de trámite, pues con esa actuación inicia el procedimiento. La admisión 
de una demanda de amparo notoriamente improcedente puede retrasar la 
ejecución de una sentencia e implica el costo de llevar un procedimiento que 
pudo haberse concluido desde su inicio. Por tanto, aun cuando la determinación 
de admisión no sea definitiva, el trámite del juicio de amparo sí constituye una 
carga para la contraparte de la quejosa o tercera interesada que se encuentra 
legitimada para interponer el recurso de reclamación.* 
 
PRIMERA SALA. 
 
Contradicción de criterios 193/2021. Entre los sustentados por el Quinto 
Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Circuito y el Segundo 
Tribunal Colegiado del Décimo Circuito. 5 de julio de 2023. Cinco votos de los 
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Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Juan Luis González Alcántara 
Carrancá, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo Rebolledo, y de la 
Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. Ponente: Ministro Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena. Secretaria: Sofía del Carmen Treviño Fernández. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 
El emitido por el Quinto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer 
Circuito, al resolver los recursos de reclamación 14/2020, 21/2020, 25/2020 y 
27/2020, los cuales dieron origen a la tesis aislada III.5o.A.21 K (10a.), de título 
y subtítulo: "RECURSO DE RECLAMACIÓN EN EL JUICIO DE AMPARO. ES 
IMPROCEDENTE EL INTERPUESTO CONTRA EL ACUERDO DEL 
PRESIDENTE DE UN TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO QUE ADMITE 
A TRÁMITE UNA DEMANDA O UN RECURSO, PUES NO CAUSA PERJUICIO 
EN LA ESFERA JURÍDICA DEL PROMOVENTE, AL NO CONSTITUIR UNA 
RESOLUCIÓN DEFINITIVA.", publicada en el Semanario Judicial de la 
Federación del viernes 25 de junio de 2021 a las 10:31 horas y en la Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Undécima Época, Libro 2, junio de 2021, 
Tomo V, página 5123, con número de registro digital: 2023308; y 
 
El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado del Décimo Circuito, al 
resolver los recursos de reclamación 6/2021 y 9/2021, en los que determinó que 
era procedente el recurso de reclamación interpuesto en contra de la admisión 
del amparo directo en cada caso, al tratarse de un auto de trámite. 
 
Tesis de jurisprudencia 115/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de treinta de agosto de dos mil veintitrés. 
Esta tesis se publicó el viernes 06 de octubre de 2023 a las 10:16 horas en el 
Semanario Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación 
obligatoria a partir del lunes 09 de octubre de 2023, para los efectos previstos 
en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
 
 
Suprema Corte de Justicia de la Nación 
 
Registro digital: 2027374 
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 
Undécima Época 
Materias(s): Común 
Tesis: III.2o.T.5 K (11a.) 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  
Tipo: Aislada 
 
DESISTIMIENTO DEL JUICIO DE AMPARO. NO IMPLICA EL 
CONSENTIMIENTO TÁCITO DE LOS ACTOS RECLAMADOS EN UN 
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SEGUNDO JUICIO, CUANDO ÉSTE YA ESTABA EN TRÁMITE 
(INAPLICABILIDAD DE LA TESIS DE JURISPRUDENCIA P./J. 3/96). 
 
Hechos: El quejoso promovió simultáneamente dos juicios de amparo contra el 
auto que tuvo por no presentada la demanda en el juicio de origen; durante su 
tramitación se desistió sólo de uno. 
 
Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que el 
desistimiento del juicio de amparo no implica el consentimiento tácito de los 
actos reclamados en un segundo juicio, cuando éste ya estaba en trámite. 
 
Justificación: En términos de la fracción I del artículo 63 de la Ley de Amparo, 
el desistimiento de la demanda o su no ratificación en los casos establecidos 
por la ley, da lugar al sobreseimiento en el juicio de amparo. Al respecto, el 
Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la tesis de jurisprudencia 
P./J. 3/96, de rubro: "DESISTIMIENTO DE LA DEMANDA EN EL JUICIO DE 
AMPARO. IMPLICA EL CONSENTIMIENTO EXPRESO DE LOS ACTOS 
RECLAMADOS, RESULTANDO IMPROCEDENTE UN NUEVO JUICIO 
CONTRA ELLOS.", estableció que el desistimiento del juicio de amparo implica 
el consentimiento expreso de los actos reclamados, por lo que si se promueve 
un diverso juicio contra los mismos actos reclamados en aquél, resultará 
improcedente. Sin embargo, la hipótesis que regula dicho criterio se refiere al 
supuesto de juicios sucesivos, es decir, aquellos en que sobreseído el primero, 
el particular promueve uno nuevo contra los actos respecto de los cuales se 
desistió; no así a juicios promovidos simultáneamente, en los cuales el quejoso 
se desiste solamente de uno mientras se encontraban en trámite, quedando 
subsistente la materia del otro por no expresar su voluntad para darlo por 
terminado*. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL 
TERCER CIRCUITO. 
 
Amparo directo 41/2023. 3 de mayo de 2023. Mayoría de votos. Disidente: 
Cecilia Peña Covarrubias. Ponente: Julio Eduardo Díaz Sánchez. Secretario: 
Isaías Maximiliano Pulido del Mazo. 
 
Nota: La tesis de jurisprudencia P./J. 3/96 citada, aparece publicada en el 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo III, 
febrero de 1996, página 22, con número de registro digital: 200197. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 06 de octubre de 2023 a las 10:16 horas en el 
Semanario Judicial de la Federación. 
 
 
Suprema Corte de Justicia de la Nación 
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Registro digital: 2027481 
Instancia: Pleno 
Undécima Época 
Materias(s): Común 
Tesis: P./J. 4/2023 (11a.) 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  
Tipo: Jurisprudencia 
 
ACTOS FUNDADOS EN UNA NORMA DECLARADA INCONSTITUCIONAL 
CON EFECTOS GENERALES POR EL PLENO DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN. PUEDEN IMPUGNARSE, A ELECCIÓN DEL 
AFECTADO, MEDIANTE EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO O LA 
DENUNCIA POR INCUMPLIMIENTO DE LA DECLARATORIA GENERAL DE 
INCONSTITUCIONALIDAD. 
 
Hechos: Un Pleno de Circuito y un Tribunal Colegiado de Circuito examinaron 
una misma cuestión jurídica, consistente en determinar si procede o no el juicio 
de amparo indirecto cuando se reclaman actos que se fundan en normas 
respecto de las cuales la Suprema Corte de Justicia de la Nación hubiera 
emitido una declaración general de inconstitucionalidad, en términos del 
Capítulo VI del Título Cuarto de la Ley de Amparo o de la Ley Reglamentaria 
de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, y arribaron a conclusiones discrepantes, pues mientras el 
Pleno de Circuito determinó que al tratarse de actos concretos de aplicación y 
no de normas declaradas inconstitucionales por este Alto Tribunal, no puede 
considerarse actualizada la causa de improcedencia prevista en el artículo 61, 
fracción VIII, de la Ley de Amparo, al ser de interpretación estricta, y tampoco 
que el procedimiento de denuncia por incumplimiento de la declaratoria general 
de inconstitucionalidad previsto en el artículo 210 de la Ley de Amparo excluya 
la promoción del juicio de amparo, ya que la intención del legislador fue añadir 
un mecanismo de protección, sin que esto implicara cerrar la procedencia del 
juicio de amparo respecto de los actos que se funden en normas declaradas 
inconstitucionales por esta Suprema Corte mediante declaratoria general de 
inconstitucionalidad; en cambio, el Tribunal Colegiado de Circuito resolvió que 
el juicio de amparo es improcedente, ya que el procedimiento especial previsto 
en el artículo 210 de la Ley de Amparo es excluyente y, por tanto, existe una 
causa de improcedencia expresa en términos de las fracciones VIII y XXIII del 
artículo 61, en relación con el diverso 210 citado. 
 
Criterio jurídico: Son procedentes tanto el juicio de amparo indirecto como la 
denuncia por incumplimiento de la declaratoria general de inconstitucionalidad, 
a elección del afectado, para combatir un acto fundado en una norma declarada 
inconstitucional con efectos generales por este Tribunal Pleno, ya sea en 
términos del Capítulo VI del Título Cuarto de la Ley de Amparo, o de la Ley 
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Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos.  
 
Justificación: En cumplimiento a los artículos 1o. y 17 constitucionales, bajo una 
interpretación pro persona, pro acción y que privilegia el derecho a la tutela 
jurisdiccional, se determina que el mecanismo previsto en el artículo 210 de la 
Ley de Amparo no excluye la posibilidad de que el afectado por un acto fundado 
en una norma declarada inconstitucional con efectos generales por el Tribunal 
Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en términos del Capítulo 
VI del Título Cuarto de la Ley de Amparo, o de la Ley Reglamentaria de las 
Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, pueda acudir al juicio de amparo indirecto a impugnar dicho 
acto, ya que se advierte que no fue voluntad del legislador restringir esa vía, 
sino dotar de una adicional, consistente en la denuncia por incumplimiento de 
la declaratoria general de inconstitucionalidad, en aras de facilitar el acceso a 
la justicia y garantizar que bajo ninguna circunstancia prevalezca un acto 
inconstitucional, lo que pretende una mayor tutela del principio de supremacía 
constitucional, por lo que el afectado puede controvertir el acto por la vía que 
elija, con el fin de ser restituido en el pleno goce de sus derechos fundamentales 
y, en caso de acudir al juicio de amparo indirecto, éste debe tramitarse mediante 
la forma expedita prevista en el artículo 118 de la Ley de Amparo. Además, 
considerar improcedente el juicio de amparo podría vulnerar el principio de 
igualdad ante la ley, pues no se justificaría que quien reclame un acto fundado 
en una norma posiblemente inconstitucional pueda obtener la suspensión del 
acto reclamado y quien combata un acto fundado en una norma ya declarada 
inconstitucional con efectos generales no pueda tener tal beneficio, cuando la 
propia Constitución garantiza que exista un juicio de regularidad constitucional 
al que puedan acudir todas las personas en territorio mexicano. * 
 
PLENO. 
 
Contradicción de criterios 136/2022. Entre los sustentados por el Pleno del 
Trigésimo Circuito y el Vigésimo Tercer Tribunal Colegiado en Materia 
Administrativa del Primer Circuito. 29 de junio 2023. Unanimidad de once votos 
de las Ministras y de los Ministros Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Juan Luis 
González Alcántara Carrancá, Yasmín Esquivel Mossa, Loretta Ortiz Ahlf, con 
precisiones y apartándose de las consideraciones del subapartado V.2, Luis 
María Aguilar Morales, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, Ana Margarita Ríos Farjat, Javier Laynez Potisek, Alberto Pérez Dayán 
y Norma Lucía Piña Hernández, con precisiones respecto de los apartados V y 
VI relativos, respectivamente, al estudio de fondo y al criterio que debe 
prevalecer. Ponente: Luis María Aguilar Morales. Secretaria: Liliana Hernández 
Paniagua. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
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El Pleno del Trigésimo Circuito, al resolver la contradicción de tesis 1/2020, la 
cual dio origen a las tesis de jurisprudencia PC.XXX. J/30 K (10a.) y PC.XXX. 
J/29 K (10a.), de rubros: "DENUNCIA POR INCUMPLIMIENTO A LA 
DECLARATORIA GENERAL DE INCONSTITUCIONALIDAD. EL 
PROCEDIMIENTO PREVISTO EN EL ARTÍCULO 210 DE LA LEY DE 
AMPARO, NO EXCLUYE LA PROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO 
INDIRECTO." y "JUICIO DE AMPARO INDIRECTO. PROCEDE CONTRA 
ACTOS DE APLICACIÓN FUNDADOS EN NORMAS GENERALES 
RESPECTO DE LOS CUALES SE HUBIESE DICTADO UNA DECLARATORIA 
GENERAL DE INCONSTITUCIONALIDAD EN TÉRMINOS DE LO 
DISPUESTO POR EL CAPÍTULO VI DEL TÍTULO CUARTO DE LA LEY DE 
AMPARO, O EN TÉRMINOS DE LO DISPUESTO POR LA LEY 
REGLAMENTARIA DE LAS FRACCIONES I Y II DEL ARTÍCULO 105 DE LA 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, AL NO 
PREVERLOS EL ARTÍCULO 61, FRACCIÓN VIII, DE LA LEY DE AMPARO.", 
publicadas en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 27 de 
noviembre de 2020 a las 10:38 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de 
la Federación, Décima Época, Libro 80, Tomo II, noviembre de 2020, páginas 
1404 y 1407, con números de registro digital: 2022442 y 2022469, 
respectivamente; y, 
 
El Vigésimo Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer 
Circuito, al resolver el amparo en revisión 76/2022, del cual derivó la tesis 
aislada I.23o.A.1 K (11a.), de rubro: "DENUNCIA DE INCUMPLIMIENTO A 
UNA DECLARATORIA GENERAL DE INCONSTITUCIONALIDAD. EL 
PROCEDIMIENTO PREVISTO EN EL ARTÍCULO 210 DE LA LEY DE 
AMPARO, QUE ES EL IDÓNEO, EXCLUYE LA PROCEDENCIA DEL JUICIO 
DE AMPARO INDIRECTO EN CONTRA DE LA APLICACIÓN DE LAS 
NORMAS GENERALES EXPULSADAS DEL ORDEN JURÍDICO NACIONAL.", 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación el viernes 17 de junio de 
2022 a las 10:23 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 
Undécima Época, Libro 14, Tomo VII, junio de 2022, página 6248, con número 
de registro digital: 2024834. 
 
Nota: De la sentencia que recayó a la contradicción de tesis 1/2020, resuelta 
por el Pleno del Trigésimo Circuito, derivó la tesis de jurisprudencia PC.XXX. 
J/28 K (10a.), de rubro: "IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO 
INDIRECTO. NO SE ACTUALIZA DE MANERA MANIFIESTA E INDUDABLE 
LA CAUSA PREVISTA POR EL ARTÍCULO 61, FRACCIÓN VIII, DE LA LEY 
DE AMPARO, CUANDO EL ACTO RECLAMADO SE FUNDA EN NORMAS 
GENERALES RESPECTO DE LAS CUALES LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN HAYA EMITIDO DECLARATORIA GENERAL DE 
INCONSTITUCIONALIDAD EN TÉRMINOS DE LO DISPUESTO POR EL 
CAPÍTULO VI DEL TÍTULO CUARTO DE LA LEY REFERIDA, O EN 
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TÉRMINOS DE LO DISPUESTO POR LA LEY REGLAMENTARIA DE LAS 
FRACCIONES I Y II DEL ARTÍCULO 105 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA 
DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS.", publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación del viernes 27 de noviembre de 2020 a las 10:38 horas 
y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 
80, Tomo II, noviembre de 2020, página 1405, con número de registro digital: 
2022453. 
 
El Tribunal Pleno, el veinte de abril en curso, aprobó, con el número 4/2023 
(11a.), la tesis jurisprudencial que antecede. Ciudad de México, a diecinueve 
de septiembre de dos mil veintitrés. 
Esta tesis se publicó el viernes 20 de octubre de 2023 a las 10:30 horas en el 
Semanario Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación 
obligatoria a partir del lunes 23 de octubre de 2023, para los efectos previstos 
en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
 
 
Suprema Corte de Justicia de la Nación 
 
Registro digital: 2027518 
Instancia: Pleno 
Undécima Época 
Materias(s): Común 
Tesis: P./J. 3/2023 (11a.) 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  
Tipo: Jurisprudencia 
 
VISTA AL QUEJOSO EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 64, PÁRRAFO 
SEGUNDO, DE LA LEY DE AMPARO. EN SU DESAHOGO ES POSIBLE 
PLANTEAR LA INCONSTITUCIONALIDAD DEL PRECEPTO EN EL QUE SE 
SUSTENTA LA CAUSA DE IMPROCEDENCIA ADVERTIDA DE OFICIO POR 
EL ÓRGANO REVISOR. 
 
Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sostuvieron 
criterios discrepantes al analizar asuntos en los que en el desahogo de la vista 
prevista en el artículo 64, párrafo segundo, de la Ley de Amparo, las quejosas 
plantearon la inconstitucionalidad de uno de los preceptos en los que el órgano 
revisor sustentó la causal de improcedencia advertida de oficio, y mientras uno 
de los tribunales determinó que en el desahogo de la vista referida no es posible 
plantear la inconstitucionalidad de la normativa en la que se fundamenta la 
causal de improcedencia, ya que no existe un acto de aplicación, el otro tribunal 
sostuvo que sí es posible plantear la inconstitucionalidad del precepto, ya que 
se trata de una causal de improcedencia advertida de oficio en segunda 
instancia para la que no existe recurso ulterior. 
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Criterio jurídico: En el desahogo de la vista prevista en el artículo 64, párrafo 
segundo, de la Ley de Amparo, la parte quejosa puede plantear la 
inconstitucionalidad del precepto en el que se sustenta la causa de 
improcedencia advertida de oficio por el órgano revisor, sin la necesidad de que 
preceda un acto de aplicación, como tal, de la norma impugnada.  
 
Justificación: De la interpretación sistemática de la Ley de Amparo, 
específicamente de sus artículos 64 y 112 a 115, se aprecia que la figura de la 
vista a la parte quejosa prevista en el primero de los artículos citados resulta 
una garantía de sus derechos fundamentales de acceso a la justicia y de 
audiencia. En razón de esa salvaguarda, es que la parte quejosa puede plantear 
la inconstitucionalidad del precepto en el que se sustenta la causa de 
improcedencia advertida por el órgano revisor, sin la necesidad de que exista 
un acto formal de aplicación previo. Esto, ya que el referido artículo 64, párrafo 
segundo, no prevé límite alguno a los planteamientos que se pueden realizar 
en el desahogo de la vista, sino que permite a la quejosa hacer valer lo que a 
su derecho convenga. Así mismo, el órgano revisor al conocer del referido 
recurso y concluir que el respectivo juicio de amparo es improcedente emite 
una resolución definitiva e inimpugnable, a diferencia de las determinaciones 
que sobre ese aspecto dicta el órgano jurisdiccional en primera instancia. Por 
ende, no debe perderse de vista que, de no desestimarse la causal advertida 
de oficio por el órgano revisor, su aplicación es inminente y, por lo tanto, de no 
permitirse la impugnación de la causal advertida y que la quejosa considere 
inconstitucional, no existirá otro momento en el que ésta podrá hacer valer sus 
derechos.*  
 
PLENO. 
 
Contradicción de criterios 210/2022. Entre los sustentados por el Segundo 
Tribunal Colegiado en Materia Civil del Segundo Circuito y el Segundo Tribunal 
Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito. 27 de junio 2023. Unanimidad 
de once votos de las Ministras y de los Ministros Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, 
Juan Luis González Alcántara Carrancá, Yasmín Esquivel Mossa, Loretta Ortiz 
Ahlf, Luis María Aguilar Morales, apartándose de los párrafos 77 y 78, Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Ana Margarita Ríos 
Farjat, Javier Laynez Potisek, apartándose del párrafo 78, Alberto Pérez Dayán 
y Norma Lucía Piña Hernández en contra de las consideraciones, respecto de 
los apartados V y VI relativos, respectivamente, al estudio de fondo y al criterio 
que debe prevalecer. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: 
Jeannette Velázquez de la Paz. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 
El Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Segundo Circuito, al 
resolver la queja 165/2016, la cual dio origen a la tesis aislada II.2o.C.6 K (10a.), 
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de rubro: "VISTA AL QUEJOSO EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 64, 
PÁRRAFO SEGUNDO, DE LA LEY DE AMPARO. EN SU DESAHOGO PUEDE 
PLANTEARSE LA INCONSTITUCIONALIDAD DEL PRECEPTO EN QUE SE 
SUSTENTA LA CAUSA DE IMPROCEDENCIA ADVERTIDA DE OFICIO POR 
EL ÓRGANO REVISOR.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación 
del viernes 9 de junio de 2017 a las 10:15 horas y en la Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 43, Tomo IV, junio de 2017, 
página 3053, con número de registro digital: 2014494; y, 
 
El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer 
Circuito, al resolver el amparo en revisión 228/2021. 
 
El Tribunal Pleno, el diecinueve de septiembre en curso, aprobó, con el número 
3/2023 (11a.), la tesis jurisprudencial que antecede. Ciudad de México, a 
diecinueve de septiembre de dos mil veintitrés. 
Esta tesis se publicó el viernes 20 de octubre de 2023 a las 10:30 horas en el 
Semanario Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación 
obligatoria a partir del lunes 23 de octubre de 2023, para los efectos previstos 
en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
 
 

**** 


